
LEY 1 DE 1977
LEY 1 DE 1977  

  (enero 11)

  por la cual se aprueba el “Acuerdo Relativo al Comercio
Internacional de los   Textiles”, hecho en Ginebra el 20 de
diciembre de 1973.

  El Congreso de Colombia,

  DECRETA:  

Artículo  1º.-Apruébase  el  “Acuerdo  Relativo  al  Comercio
Internacional de los   Textiles”, hecho en Ginebra el 20 de
diciembre de 1973, cuyo texto oficial es el   siguiente:

  “ACUERDO  RELATIVO  AL  COMERCIO  INTERNACIONAL  DE  LOS
TEXTILES”.

  P R E A M B U L O

  Reconociendo la gran importancia de la producción y el
comercio  de  los  productos    textiles  de  lana,  fibras
artificiales y sintéticas y algodón para la economía de  
muchos países y su especial importancia para el desarrollo
económico y social de   los países en desarrollo y para la
expansión y diversificación de sus ingresos   de exportación,
y conscientes también de la especial importancia del comercio
de   los productos textiles, de algodón para muchos países en
desarrollo; 

  Reconociendo además que la situación del comercio mundial de
productos textiles   tiende a ser insatisfactoria y que si no
se resuelve convenientemente, podría   redundar en detrimento
de los países que participan en el comercio de productos  
textiles, ya sea como importadores, como exportadores o en
ambos conceptos,   afectar desfavorables para las relaciones
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comerciales en general; 

  Tomando  nota  de  que  esta  situación  insatisfactoria  se
caracteriza por la   proliferación de medidas restrictivas,
con  inclusión  de  medidas    discriminatorias,  que  son
incompatibles con los principios del Acuerdo General   sobre
Aranceles  Aduaneros  y  Comercio  y  que,  en  algunos  países
importadores, han   surgido situaciones que, a juicio de estos
países, desorganizan o amenazan   desorganizar sus mercados
interiores; 

  Deseando emprender una acción constructiva y cooperativa,
dentro de un marco   multilateral, a fin de tratar esta
situación de manera que se promueva sobre una   base sana el
desarrollo de la producción y la expansión del comercio de  
productos textiles y se logre progresivamente la reducción de
los  obstáculos  al    comercio  y  la  liberalización  de  los
intercambios de estos productos; 

  Reconociendo que en la realización de esta acción convendrá
tener constantemente   presente la naturaleza variable y en
continua  evolución  de  la  producción  y  el    comercio  de
productos textiles y habrá que tener muy en cuenta los graves
  problemas económicos y sociales que existen en esta esfera,
tanto en los países   en desarrollo; 

  Reconociendo que el futuro desarrollo armónico del comercio
de  los  textiles,    habida  cuenta  especialmente  de  las
necesidades de los países en desarrollo,   también depende de
manera importante de cuestiones que quedan fuera del alcance  
del  presente  Acuerdo,  y  que  a  este  respecto  uno  de  esos
factores es lograr   progresos conducentes a la reducción de
los aranceles y al mantenimiento y   mejoramiento de los
esquemas de preferencias generalizadas, de conformidad con  
la declaración de Tokio; 

  Decididas a tener plenamente en consideración los principios
y objetivos del   Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y



Comercio (en adelante denominado   Acuerdo General) y, en la
prosecución de los fines del presente Acuerdo, a   aplicar
efectivamente  los  principios  y  objetivos  acordados  en  la
Declaración de   Ministros de Tokio, de fecha 14 de septiembre
de  1973,  relativa  a  las    Negociaciones  Comerciales
Multilaterales;  

  Las Partes en el Presente Acuerdo convienen en lo siguiente:

  Artículo 1.

  1. Puede ser deseable, durante los próximos años, que los
países participantes   apliquen medidas prácticas especiales
de cooperación internacional en la esfera   de los textiles
con objeto de eliminar las dificultades que existen en dicha  
esfera. 

  2. Los objetivos básicos serán conseguir la expansión del
comercio, la reducción   de los obstáculos a ese comercio y la
liberalización progresiva del comercio   mundial de productos
textiles, y al mismo tiempo asegurar el desarrollo ordenado  
y  equitativo  de  ese  comercio  y  evitar  los  efectos
desorganizadores  en  los    distintos  mercados  y  en  las
distintas  ramas  de  producción,  tanto  en  los  países   
importadores como en los exportadores. En el caso de aquellos
países  que  tienen    mercados  pequeños,  un  nivel
excepcionalmente  elevado  de  importaciones  y,   
correlativamente, un nivel bajo de producción interior, debe
tenerse en cuenta   la necesidad de evitar perjuicios a la
producción mínima viable de textiles de   esos países. 

  3. Un objetivo principal en la aplicación del presente
Acuerdo será fomentar el   desarrollo económico y social de
los países en desarrollo, conseguir un aumento   substancial
de sus ingresos de exportación procedentes de los productos
textiles   y darles la posibilidad de conseguir una mayor
participación en el comercio   mundial de estos productos. 

  4. Las acciones emprendidas en virtud del presente Acuerdo



no  interrumpirán  o    desalentarán  el  proceso  autónomo  de
ajuste industrial de los países   participantes. Además, las
acciones emprendidas en virtud del presente Acuerdo   deberán
ir acompañadas de la prosecución, en forma compatible con las
  legislaciones y sistemas nacionales, de políticas económicas
y  sociales    adecuadas  exigidas  por  los  cambios  en  la
estructura  del  comercio  de  textiles  y    en  las  ventajas
comparativas en el plano internacional a pasar progresivamente
a   ramas de producción más viables o a otros sectores de la
economía y facilitar un   mayor acceso a sus mercados para los
productos textiles procedentes de los   países en desarrollo. 

  5. La aplicación de medidas de salvaguardia en virtud del
presente  Acuerdo,    supeditada  a  condiciones  y  criterios
reconocidos y bajo la vigilancia de un   órgano internacional
creado para este fin y en conformidad con los principios y  
objetivos del presente Acuerdo, puede llegar a ser necesario
en circunstancias   excepcionales en la esfera del comercio de
los productos textiles y debe   coadyuvar a cualquier proceso
de ajuste que pueda ser exigido por los cambios en   la
estructura del comercio mundial de productos textiles. Las
partes en el   presente Acuerdo se comprometen a no aplicar
tales medidas excepto de   conformidad con las disposiciones
del  presente  Acuerdo  y  teniendo  en    consideración  las
consecuencias de dichas medidas para otras partes. 

  6. Las disposiciones del presente Acuerdo no afectarán a los
derechos  y    obligaciones  que  corresponden  a  los  países
participantes en virtud del Acuerdo   General. 

  7. Los países participantes reconocen que puesto que las
medidas que se tomen en   virtud del presente Acuerdo están
concebidas para los problemas especiales de   los productos
textiles ha de considerarse que son excepcionales y que no se
  prestan a su aplicación en otras esferas.

  Artículo 2.



  1.  Todas  las  restricciones  cuantitativas  unilaterales
existentes, los acuerdos   bilaterales y cualquiera otras
medidas  cuantitativas  vigentes  que  tengan  efectos   
restrictivos,  serán  notificadas  en  detalle  al  Organo  de
Vigilancia de los   Textiles por 1. A efectos del presente
Acuerdo  se  entenderá  que  las  expresiones    “país
participante”,  “país  exportador  participante”  y  “país
importador    participante”  comprenden  igualmente  a  la
Comunidad Económica Europea. serán   notificadas en detalle al
Organo  de  Vigilancia  de  los  Textiles  por  el  país   
participante que imponga las limitaciones desde la aceptación
del presente   Acuerdo o la adhesión al mismo y el Organo de
Vigilancia de los Textiles   transmitirá las notificaciones a
los demás países participantes para su   información. Las
medidas o los acuerdos no notificados por un país participante
  a los sesenta días de haber aceptado el presente Acuerdo o
de haberse adherido   al mismo se considerarán incompatibles
con el Acuerdo y se suprimirán   inmediatamente. 

  2. A menos que estén justificados por las disposiciones del
Acuerdo General   (incluidos sus Anexos y Protocolos), todas
las restricciones cuantitativas   unilaterales y cualesquiera
otras medidas cuantitativas que tengan un efecto   restrictivo
y sean notificadas conforme a lo previsto en el párrafo 1
supra se   suprimirán en un plazo de un año a partir de la
entrada en vigor del presente   Acuerdo, a no ser que se las
someta a uno de los siguientes procedimientos para   ponerlas
en conformidad con las disposiciones del presente Acuerdo:

  i)  Inclusión  en  un  programa,  que  se  deberá  adoptar  y
notificar al Organo de   Vigilancia de los Textiles dentro del
plazo de un año a contar desde la fecha de   entrada en vigor
del presente Acuerdo, destinado a eliminar por etapas las  
restricciones existentes en un período máximo de tres años a
partir  de  la    entrada  en  vigor  del  presente  Acuerdo  y
teniendo en cuenta cualquier acuerdo   bilateral que se haya
celebrado o esté siendo negociado conforme a lo previsto   en



el apartado ii) infra, quedando entendido que en el primer año
se  hará  un    importante  esfuerzo  que  abarque  tanto  una
eliminación  substancial  de  las    restricciones  como  un
incremento substancial de los contingentes subsistentes;  

  ii) Inclusión, dentro de un plazo de un año a partir de la
entrada  en  vigor  del    presente  Acuerdo,  en  acuerdos
bilaterales  negociados  o  en  curso  de  negociación,    en
cumplimiento de las disposiciones del artículo 4, si, por
razones    excepcionales,  cualquiera  de  esos  acuerdos
bilaterales no se celebra dentro del   período de un año,
dicho período tras consulta de los países participantes  
interesados y con el asentimiento del Organo de Vigilancia de
los Textiles,   podrá prorrogarse por un año como máximo; 

  iii) Inclusión en acuerdos negociados o en medidas adoptadas
conforme a lo   dispuesto en el artículo 3.

  3. A menos que estén justificados por las disposiciones del
Acuerdo General   (incluidos sus Anexos y Protocolos), todos
los  acuerdos  bilaterales  existentes  y    notificados  con
arreglo al párrafo 1 de este artículo serán derogados,  
justificados  en  virtud  de  las  disposiciones  del  presente
Acuerdo  o  modificados    para  que  cumplan  con  tales
disposiciones en el plazo de un año a partir de la   entrada
en vigor del presente Acuerdo. 

  4. A efectos de los párrafos 2 y 3 supera, los países
participantes   proporcionarán las máximas facilidades para la
celebración de consultas y   negociaciones bilaterales a fin
de llegar a soluciones mutuamente aceptables de   conformidad
con los artículos 3 y 4 del presente Acuerdo, y permitir, a
partir   del primer año de aceptación del presente Acuerdo, la
eliminación  más  completa    posible  de  las  restricciones
existentes.  Comunicarán  específicamente  al  Organo    de
Vigilancia  de  los  Textiles  dentro  del  año  siguiente  a  la
entrada en vigor del   presente Acuerdo la situación en que se
encuentren cualesquiera acciones o   negociaciones emprendidas



de conformidad con este artículo. 

  5. El Organo de Vigilancia de los Textiles terminará el
examen de tales informes   dentro de los 90 días siguientes al
de  su  recepción.  En  su  examen  estudiará  si    todas  las
acciones  emprendidas  están  en  conformidad  con  el  presente
Acuerdo.   Podrá hacer a los países participantes directamente
interesados las   recomendaciones que considere apropiadas
para facilitar la aplicación del   presente artículo.

  Artículo 3.

  1. A menos que estén justificados de conformidad con las
disposiciones del   Acuerdo General (incluidos sus Anexos y
Protocolos), los países participantes no   deberán introducir
ninguna nueva restricción al comercio de productos textiles  
ni intensificar las restricciones existentes, salvo en el caso
de que una acción   de esta índole esté justificada según las
disposiciones del presente artículo.  

  3. Si un país importador participante estima que su mercado,
según  la  definición    de  desorganización  del  mercado  que
figura en el Anexo A, está siendo   desorganizados por las
importaciones de un determinado producto textil que no es   ya
objeto de limitación, solicitará la celebración de consultas
con el país o   países exportadores participantes interesados
a fin de eliminar tal   desorganización. El país importador
podrá indicar en su solicitud el nivel   específico al que
considera que deberían limitarse las exportaciones de dichos  
productos,  nivel  que  no  será  inferior  al  nivel  general
indicado en el Anexo B.   El país o países exportadores
interesados  responderán  rápidamente  a  la  solicitud    de
celebración de consultas. La solicitud del país importador irá
acompañada por   una declaración detallada de los hechos,
razones y justificación de la misma,   con inclusión de los
últimos datos relativos a los elementos de desorganización  
del mercado, información que el país solicitante comunicará al
mismo tiempo al   Presidente del Organo de Vigilancia de los



Textiles. 

  4. Si en las consultas hay un entendimiento mutuo de que la
situación requiere   restricciones al comercio del producto
textil de que se trate, el nivel de   restricción que se fije
no será inferior al indicado en el Anexo B. Los detalles   del
acuerdo  a  que  se  llegue  serán  comunicados  al  Organo  de
Vigilancia  de  los    Textiles,  el  cual  determinará  si  el
acuerdo  está  justificado  de  conformidad  con    las
disposiciones  del  presente  Acuerdo.  

  5. I.) Sin embargo, si transcurridos sesenta días a partir
de la fecha en que el   país o los países exportadores
participantes han recibido la solicitud, no se ha   llegado a
un  acuerdo  sobre  la  solicitud  de  limitación  de  las
exportaciones o   sobre cualquier otra posible solución, el
país  participante  solicitante  podrá    negarse  a  aceptar
importaciones  a  consumo  procedentes  del  país  o  países   
participantes citados en el párrafo 3 supra, de los textiles y
productos    textiles  que  causen  una  desorganización  del
mercado (según se define en el Anexo   A), a un nivel, para un
período de 12 meses a partir de la fecha de recepción de   la
solicitud por el país o países exportadores participantes, que
no será   inferior al nivel fijado en el Anexo B. Dicho nivel
podrá ser reajustado en   sentido ascendente, en la medida de
lo posible y compatible con los objetivos   del presente
artículo,  a  fin  de  evitar  dificultades  indebidas  a  las
empresas   comerciales que participen en los intercambios de
que se trate. Al mismo tiempo,   se someterá el asunto a la
inmediata  atención  del  Organo  de  Vigilancia  de  los   
Textiles.  

  II)  Sin  embargo,  cada  una  de  las  Partes  tendrá  la
posibilidad de someter el   asunto al Organo de Vigilancia de
los Textiles antes de la expiración del   período de sesenta
días. 

  III) En cualquiera de los dos casos, el Organo de Vigilancia



de los Textiles   realizará prontamente el examen del asunto y
formulará  las  recomendaciones    apropiadas  a  las  partes
directamente  interesadas  dentro  de  los  treinta  días   
siguientes a la fecha en que se le someta el asunto. Tales
recomendaciones se   comunicarán también al Comité de los
Textiles  y  al  Consejo  de  Representantes  de    las  partes
contratantes del Acuerdo General para su información. A la
recepción   de tales recomendaciones, los países participantes
interesados  deberán    reexaminar  las  medidas  adoptadas  o
previstas  para  determinar  si  procede    introducirlas,
mantenerlas,  modificarlas  o  derogarlas.  

  6. En circunstancias muy excepcionales y críticas, cuando
las importaciones de   uno o más productos textiles efectuadas
durante el período de sesenta días   citado en el párrafo 5
supra causarían una grave desorganización del mercado que  
originaría  un  perjuicio  de  difícil  reparación,  el  país
importador  recabará  del    país  exportador  interesado  su
inmediata colaboración para evitar tal perjuicio,   sobre una
base bilateral y de emergencia, y al mismo tiempo comunicará  
inmediatamente al Organo de Vigilancia de los Textiles todos
los detalles de la   situación. Los países interesados podrán
adoptar cualquier arreglo provisional   mutuamente aceptable
que  consideren  necesario  para  tratar  la  situación,  sin   
perjuicio de las consultas sobre la cuestión a que pudieran
proceder en virtud   del párrafo 3 del presente artículo. Si
no  se  adopta  tal  arreglo  provisional    podrán  aplicarse
medidas temporales de limitación a un nivel superior al  
indicado  en  el  Anexo  B,  con  miras  especialmente  a  evitar
dificultades  indebidas    a  las  empresas  comerciales  que
participen en los intercambios de que se trate.   Salvo en el
caso  de  que  exista  la  posibilidad  de  pronta  entrega  que
desvirtuaría   la finalidad de la medida, el país importador
notificará  tales  medidas,  al  menos    con  una  semana  de
antelación al país o los países exportadores participantes e  
iniciará o continuará las consultas presitas en el párrafo 3
del presente   artículo. Si se adopta una medida en virtud del



presente párrafo, cualquiera de   las partes podrá someter el
asunto  al  Organo  de  Vigilancia  de  los  Textiles.  Este   
procederá del modo previsto en el párrafo 5 supra. Después de
haber recibido las   recomendaciones del Organo de Vigilancia
de los textiles, el país importador   participante reexaminará
las medidas adoptadas e informará sobre ellas al Organo   de
Vigilancia de los Textiles. 

  7. Si se recurre a las medidas previstas en el presente
artículo, los países   participantes tratarán de evitar, al
tomarlas, que se causen perjuicios a la   producción y a las
ventas de los países exportadores, y particularmente de los  
países  en  desarrollo,  y  evitarán  que  cualquiera  de  estas
medidas adopte una   forma que dé lugar al establecimiento de
obstáculos no arancelarios adicionales   al comercio de los
productos textiles. Mediante prontas consultas, estos países  
establecerán además procedimientos apropiados, particularmente
para las   mercancías que se hayan expedido o que estén a
punto de serlo. Si no se llega a   un acuerdo, podrá someterse
el asunto al Organo de Vigilancia de los Textiles,   el cual
hará las recomendaciones apropiadas. 

  8. Las medidas adoptadas de conformidad con el presente
artículo podrán   establecerse por períodos limitados que no
excedan de un año, renovables o   prorrogables por períodos
adicionales de un año, previo acuerdo entre los países  
participantes  directamente  interesados  en  su  renovación  o
prórroga.  Serán  de    aplicación  en  tales  casos  las
disposiciones del Anexo B. Las propuestas de   renovación o
prórroga o de modificación, o de eliminación, o cualquier  
desacuerdo al respecto, se someterán al Organo de Vigilancia
de  los  Textiles,  el    cual  hará  las  recomendaciones
apropiadas. Sin embargo, podrán concluirse con   arreglo al
presente  artículo  acuerdos  bilaterales  de  limitación  por
períodos de   una duración superior a un año, de conformidad
con las disposiciones del Anexo   B. 

  9. Los países participantes tendrán constantemente en examen



las  medidas  que    hayan  adoptado  en  virtud  del  presente
artículo y darán a cualquiera de los   países participantes
afectados por ellas oportunidades adecuadas de entablar  
consultas  a  fin  de  eliminar  dichas  medidas  cuanto  antes.
Presentarán al Organo   de Vigilancia de los Textiles de vez
en cuando, y en todo caso una vez al año,   un informe sobre
los progresos realizados en la eliminación de dichas medidas.

  Artículo 4.

  1. Al aplicar su política comercial en el sector textil, los
países   participantes tendrán muy en cuenta que, por la
aceptación del presente Acuerdo   o por su adhesión, están
obligados  a  seguir  un  método  multilateral  para  buscar   
soluciones a las dificultades que se planteen en el sector. 

  2. No obstante, siempre que ello sea compatible con los
objetivos y principios   básicos del presente Acuerdo, los
países participantes podrán concluir acuerdos   bilaterales en
condiciones mutuamente aceptables a fin de, por una parte,  
eliminar riesgos reales de desorganización del mercado (según
se la define en el   Anexo B) en los países importadores y una
desorganización  del  comercio  de    textiles  en  los  países
exportadores y, por otra parte, asegurar la expansión y   el
desarrollo  ordenado  del  comercio  de  textiles  y  un  trato
equitativo para los   países participantes. 

  3. Los acuerdos bilaterales que se apliquen de conformidad
con este artículo   serán en su conjunto, niveles básicos, y
coeficientes de crecimiento incluidos,   más liberales que las
medidas previstas en el artículo 3 del presente Acuerdo  
Estos acuerdos bilaterales se formularán y administrarán de
manera que faciliten   la total exportación de los niveles en
ellos estipulados y contendrán   disposiciones que garanticen
una  fibilidad  substancial  para  llevar  a  cabo  los   
intercambios comerciales que se rijan por ellas, y que sean
compatibles  con  la    necesidad  de  lograr  una  expansión
ordenada de esos intercambios y con la   situación en el



mercado  interior  del  país  importador  interesado.  Esas   
disposiciones podrán comprender las cuestiones de los niveles
básicos, el   crecimiento, el reconocimiento de la creciente
intercambiabilidad de las fibras   naturales, artificiales y
sintéticas, la utilización anticipada, la   transferencia de
remanentes del año anterior, las transferencias de un grupo de
  productos  a  otro  y  cualquier  otra  disposición  que  sea
mutuamente satisfactoria   para las partes en dichos acuerdos
bilaterales. 

  4. Dentro de los treinta días siguientes al de su fecha de
efectividad, los   países participantes comunicarán al Organo
de Vigilancia de los Textiles   detalles completos acerca de
los  acuerdos  celebrados  conforme  a  lo  dispuesto  en    el
presente artículo. El Organo de Vigilancia de los Textiles
será  informado    prontamente  cuando  cualquiera  de  tales
acuerdos sea modificado o derogado. El   Organo de Vigilancia
de los Textiles podrá hacer a las partes interesadas las  
recomendaciones que considere apropiadas.

  Artículo 5.

  Las restricciones a la importación le productos textiles
establecidas en virtud   de las disposiciones de los artículos
3  y  4  se  administrarán  de  manera  fible  y    equitativa,
evitando el exceso de categorías. Los países participantes, en
  consulta entre sí, tomarán disposiciones para administrar
los contingentes y los   niveles le limitación, con inclusión
de las apropiadas para la distribución de   los contingentes
entre los exportadores, de manera que se facilite la total  
utilización  de  esos  contingentes.  El  país  importador
participante deberá tener   plenamente en cuenta factores
tales como la existencia de clasificaciones   arancelarias o
unidades de cantidad basadas en los usos comerciales normales
en   las transacciones de exportación e importación, tanto por
lo que respecta a la   composición en fibras como a la
competencia en el mismo subsector de su mercado   interior.



  Artículo 6.

  1. Reconociendo que los países participantes están obligados
a prestar especial   atención a las necesidades de los países
en desarrollo, se considerará apropiado   y compatible con las
obligaciones de la equidad que aquellos países importadores  
que apliquen en virtud del presente Acuerdo restricciones que
afecten al   comercio de los países en desarrollo prevean para
ellos condiciones más   favorables que para otros países por
lo que se refiere a esas restricciones, con   inclusión de
elementos  tales  como  niveles  básicos  y  coeficientes  de
crecimiento.   En el caso de los países en desarrollo cuyas
exportaciones estén ya sujetas a   restricciones y si esas
restricciones se mantienen en virtud del presente   Acuerdo,
deberán preverse contingentes más elevados y coeficientes de  
crecimiento liberales. Sin embargo, deberá tenerse presente la
necesidad de no   perjudicar indebidamente los intereses de
los abastecedores establecidos y de no   perturbar gravemente
las estructuras comerciales existentes. 

  2. Reconociendo la necesidad de dar un trato especial a las
exportaciones de   productos textiles procedentes de países en
desarrollo, al fijar los   contingentes para sus exportaciones
de productos de aquellos sectores textiles   en los que sean
nuevos exportadores a los mercados de que se trate no se  
aplicará el criterio de las exportaciones realizadas en el
pasado y se concederá   un coeficiente de crecimiento más alto
para tales exportaciones, teniendo   presente que este trato
especial no perjudique indebidamente los intereses de   los
abastecedores establecidos ni cree perturbaciones graves en
las estructuras   comerciales existentes. 

  3. Normalmente deberán evitarse las limitaciones de las
exportaciones de países   participantes cuyo volumen total de
exportaciones textiles sea pequeño en   comparación con el
volumen total de las exportaciones de otros países si las  
exportaciones de los primeros representa un porcentaje pequeño
del total de las   importaciones de textiles comprendidos en



el  presente  Acuerdo  efectuadas  por  el    país  importador
interesado. 

  4. Cuando se apliquen restricciones al comercio de textiles
de algodón conforme   a lo previsto en el presente Acuerdo, se
prestará una consideración especial a   la importancia de ese
comercio  para  los  países  en  desarrollo  interesados  al   
determinar el volumen de los contingentes y el elemento de
crecimiento. 

  5. En la medida de lo posible los países participantes no
aplicarán limitaciones   al comercio de productos textiles
originarios de otros países participantes que   se importen en
régimen de importación temporal para su reexportación después
de   elaborados, con sujeción a un sistema satisfactorio de
control y certificación.  

  6.  Se  dará  consideración  a  la  aplicación  de  un  trato
especial y diferenciado a   las reimportaciones en un país
participante  de  productos  textiles  que  ese  país    haya
exportado  a  otro  país  participante  para  su  elaboración  y
subsiguiente    reimportación,  a  la  luz  de  la  naturaleza
especial  de  ese  comercio  y  sin    perjuicio  de  las
disposiciones  del  artículo  3.

  Artículo 7.

  Los países participantes adoptarán medidas para asegurar el
funcionamiento   efectivo del presente Acuerdo mediante el
intercambio de información incluyendo,   cuando se soliciten,
estadísticas de importación y de exportación, así como por  
otros medios prácticos.

  1. Los países participantes convienen en evitar que se alude
la  observancia  del    presente  Acuerdo  mediante  la
reexpedición, la desviación o la intervención de   países no
participantes.  Especialmente,  están  de  acuerdo  sobre  las
medidas   previstas en el presente artículo. 



  2. Los países participantes convienen en colaborar con miras
a la adopción de   medidas administrativas apropiadas para
evitar tal inobservancia. Cuando un país   participante crea
que se ha eludido el cumplimiento del Acuerdo y que no se  
están aplicando medidas administrativas apropiadas para evitar
tal hecho, dicho   país deberá celebrar consultas con el país
exportador de origen y con otros   países implicados en la
inobservancia a fin de buscar pronto una solución   mutuamente
satisfactoria. Si no se encuentra tal solución, se remitirá el
asunto   al Organo de Vigilancia de los Textiles. 

  3. Los países participantes convienen en que, si se recurre
a las medidas   previstas en los artículos 3 y 4, el país o
países  importadores  participantes    interesados  tomarán
disposiciones para garantizar que las exportaciones del país  
participante contra las cuales se adopten tales medidas no se
limitarán  con    mayor  severidad  que  las  exportaciones  de
mercancías similares de cualquier país   que no sea parte en
el presente Acuerdo que causen, o realmente amenacen causar,  
una desorganización del mercado. El país o países importadores
participantes   interesados acogerán con espíritu favorable
las gestiones de los países   exportadores participantes que
tiendan a señalar que este principio no se cumple   o que el
funcionamiento del presente Acuerdo queda invalidado por el
comercio   con países que no son parte en él. Si dicho
comercio invalida el funcionamiento   del presente Acuerdo,
los  países  participantes  estudiarán  la  posibilidad  de   
adoptar las medidas que sean compatibles con su legislación a
fin de impedir la   invalidación. 

  4.  Los  países  participantes  interesados  comunicarán  al
Organo de Vigilancia de   los Textiles todos los detalles de
cualesquiera medidas o arreglos adoptados en   virtud del
presente artículo o sobre cualquier divergencia existente y
cuando   así se lo solicite, el Organo de Vigilancia de los
Textiles formulará informes o   recomendaciones según proceda.

  Artículo 9.



  1.  Habida  cuenta  de  las  salvaguardias  previstas  en  el
presente Acuerdo, los   países participantes se abstendrán en
lo posible de adoptar medidas comerciales   adicionales que
puedan tener el efecto de anular los objetivos del presente  
Acuerdo. 

  2. Cuando un país participante constata que sus intereses
están siendo   gravemente afectados por una medida de ese tipo
adoptada por otro país   participante, el primer país podrá
solicitar del país que aplique la medida que   consulte con él
para remediar la situación. 

  3. Si con la consulta se llega a una solución mutuamente
satisfactoria  en  un    plazo  de  sesenta  días,  el  país
participante que la haya solicitado podrá someter   el asunto
al Organo de Vigilancia de los Textiles, el cual o examinará  
prontamente. El país participante interesado queda en libertad
de someter el   asunto a dicho Organo antes de que expire el
plazo  de  sesenta  días  si  considera    que  hay  motivos
justificados para hacerlo así. El Organo de Vigilancia de los
  Textiles hará a los países participantes las recomendaciones
que considere   apropiadas.

  Artículo 10.

  1. Se establece en el marco del Acuerdo General un Comité de
los Textiles   compuesto por los representantes de las partes
en el presente Acuerdo. El Comité   desempeñará las funciones
que se le asignan a este Acuerdo. 

  2. El Comité se reunirá de vez en cuando, y al menos una vez
al año, para   desempeñar sus funciones y tratar los asuntos
que le someta específicamente el   Organo de Vigilancia de los
Textiles.  Preparará  los  estudios  que  los  países   
participantes decidan encomendarle. Realizará un análisis de
la situación porque   atraviesen la producción y el comercio
mundiales  de  productos  textiles,  con    inclusión  de
cualesquiera medidas que faciliten el reajuste, y expondrá sus



  opiniones acerca de la manera de fomentar la expansión y la
liberalización del   comercio de productos textiles Reunirá la
información  estadística  y  de  otro  tipo    necesaria  para
cumplir sus funciones y estará facultado para pedir a los
países   participantes que le suministren tal información 

  3.  Cualquier  discrepancia  que  surja  entre  los  países
participantes en cuanto a   la interpretación o aplicación del
presente Acuerdo podrá ser sometida al Comité   para que éste
dictamine. 

  4. El Comité examinará una vez al año el funcionamiento del
presente  Acuerdo  e    informará  de  ello  al  Consejo  de
Representantes  de  las  partes  contratantes  del    Acuerdo
General.  Para  asistirle  en  este  examen,  el  Organo  de
Vigilancia de los   Textiles establecerá a la intención del
Comité un informe, del que se   transmitirá también copia al
Consejo. El examen que se efectúe el tercer año   será una
revisión general del presente Acuerdo, habida cuenta de su  
funcionamiento en los años anteriores. 

  5. El Comité se reunirá a más tardar un año antes de la
expiración del presente   Acuerdo para examinar si procede
prorrogarlo, modificarlo o derogarlo.

  Artículo 11.

  1. El Comité de los Textiles creará un Organo de Vigilancia
de los Textiles   encargado de velar por la aplicación del
presente Acuerdo. Estará compuesto por   un Presidente y ocho
miembros, designados por los países parte en el presente  
Acuerdo conforme al procedimiento que decida el Comité de los
Textiles de manera   que se asegure su eficaz funcionamiento.
A fin de que su composición sea   equilibrada y ampliamente
representativa de las partes en el presente Acuerdo,   se
tomarán  disposiciones  para  la  apropiada  rotación  de  los
miembros. 

  2.  El  Organo  de  Vigilancia  de  los  Textiles  tendrá  el



carácter de órgano   permanente y se reunirá cuantas veces
sean necesarias para desempeñar las   funciones que se le
exigen en virtud del presente Acuerdo. Se basará en las  
informaciones  que  le  comuniquen  los  países  participantes,
completadas  por    cualesquiera  detalles  y  aclaraciones
necesarios que decida recabar de dichos   países o de otras
fuentes. Además, podrá basarse en la asistencia técnica que le
  presten los servicios de la Secretaría del Acuerdo General y
oír también los   informes de los expertos técnicos que le
proponga uno o más de sus miembros. el   país participante que
imponga las limitaciones desde la aceptación del presente  
Acuerdo o la adhesión al mismo y el Organo de Vigilancia de
los Textiles   transmitirá las notificaciones a los demás
países participantes para su   información. Las medidas o los
acuerdos no notificados por un país participante   a los
sesenta  días  de  haber  aceptado  el  presente  Acuerdo  o  de
haberse adherido   al mismo se considerarán incompatibles con
el Acuerdo y se suprimirán   inmediatamente. 

  2. A menos que estén justificadas por las disposiciones del
Acuerdo General   (incluidos sus Anexos y Protocolos), todas
las restricciones cuantitativas   unilaterales y cualesquiera
otras medidas cuantitativas que tengan un efecto   restrictivo
y sean notificadas conforme a lo previsto en el párrafo 1
supra se   suprimirán en un plazo de un año a partir de la
entrada en vigor del presente   Acuerdo, a no ser que se las
someta a uno de los siguientes procedimientos para   ponerlas
en conformidad con las disposiciones del presente Acuerdo: 

  i)  Inclusión  en  un  programa,  que  se  deberá  adoptar  y
notificar al Organo de   Vigilancia de los Textiles dentro del
plazo de un año a contar desde la fecha de   entrada en vigor
del presente Acuerdo, destinado a eliminar por etapas las  
restricciones existentes en un período máximo de tres años a
partir  de  la    entrada  en  vigor  del  presente  Acuerdo  y
teniendo en cuenta cualquier acuerdo   bilateral que se haya
celebrado o esté siendo negociado conforme a lo previsto   en



el apartado ii) infra, quedando entendido que el primer año se
hará  un    importante  esfuerzo  que  abarque  tanto  una
eliminación  substancial  de  las    restricciones  como  un
incremento substancial de los contingentes subsistentes;

  ii) Inclusión, dentro de un plazo de un año a partir de la
entrada  en  vigor  del    presente  Acuerdo,  en  acuerdos
bilaterales negociados o en un curso de   negociación, en
cumplimiento de las disposiciones del artículo 4; si, por  
razones excepcionales, cualquiera de esos acuerdos bilaterales
no se celebra   dentro del período de un año, dicho período,
tras consulta de los países   participantes interesados, y con
el asentimiento del Organo de Vigilancia de los   Textiles,
podrá prorrogarse por un año como máximo; 

  iii) Inclusión en acuerdos negociados a en medidas adoptadas
conforme a lo   dispuesto en el artículo 3. 

  3. A menos que estén justificados por las disposiciones del
Acuerdo General   (incluidos en sus Anexos y Protocolos),
todos los acuerdos bilaterales   existentes y notificados con
arreglo al párrafo 1 de este artículo serán   derogados,
justificados  en  virtud  de  las  disposiciones  del  presente
Acuerdo  o    modificados  para  que  cumplan  con  tales
disposiciones en el plazo de un año a   partir de la entrada
en vigor del presente Acuerdo. 

  4. A efectos de los párrafos 2 y 3 supra, los países
participantes   proporcionarán las máximas facilidades para la
celebración de consultas y   negociaciones bilaterales a fin
de llegar a soluciones mutuamente aceptables de   conformidad
con los artículos 3 y 4 del presente Acuerdo, y, permitir, a
partir   del primer año de aceptación del presente Acuerdo, la
eliminación  más  completa    posible  de  las  restricciones
existentes.  Comunicarán  específicamente  al  Organo    de
Vigilancia  de  los  Textiles  dentro  del  año  siguiente  a  la
entrada en vigor del   presente Acuerdo la situación en que se
encuentren cualesquiera acciones o   negociaciones emprendidas



de conformidad con este artículo. 

  5. El Organo de Vigilancia de los Textiles terminará el
examen de tales informes   dentro de los 90 días siguientes al
de  su  recepción.  En  su  examen  estudiará  si    todas  las
acciones  emprendidas  están  en  conformidad  con  el  presente
Acuerdo.   Podrá hacer a los países participantes directamente
interesados las   recomendaciones que considere apropiadas
para facilitar la aplicación del   presente artículo. 

  3. El Organo de Vigilancia de los Textiles tomará las
medidas cuya adopción le   exija específicamente el articulado
del presente Acuerdo. 

  4. Si no se llega a ninguna solución mutuamente convenida en
las negociaciones o   las consultas bilaterales entre países
participantes previstas en el presente   Acuerdo, el Organo de
Vigilancia de los Textiles, a petición de cualquiera de   las
partes y después de un pronto examen a fondo del asunto, hará
  recomendaciones a las partes interesadas. 

  5. A petición de cualquier país participante, el Organo de
Vigilancia de los   Textiles examinará con prontitud medida o
disposición concreta que ese país   considere perjudicial para
sus intereses cuando las consultas entre tal país y   los
países  participantes  directamente  interesados  no  hayan
permitido llegar a   una solución satisfactoria. El Organo
hará las recomendaciones adecuadas al país   participante
interesado. 

  6. Antes de formular sus recomendaciones sobre cualquier
asunto concreto que se   le confíe, el Organo de Vigilancia de
los Textiles invitará a los países   participantes que puedan
resultar directamente afectados por el asunto de que se  
trate de sumarse a las partes en dicho asunto. 

  7. Cuando se pida al Organo de Vigilancia de los Textiles
que formule   recomendaciones o conclusiones, el Organo lo
hará dentro de un plazo de treinta   días siempre que sea



posible, salvo disposición contraria en el presente   Acuerdo.
Todas esas recomendaciones o conclusiones serán comunicadas al
Comité   de los Textiles para información de sus miembros. 

  8. Los países participantes procurarán aceptar íntegra-
inmediatamente al Organo   de Vigilancia de los Textiles los
Textiles. En el caso de que se consideren   imposibilitados de
seguir  alguna  de  tales  recomendaciones,  comunicarán   
inmediatamente al Organo de Vigilancia de los Textiles los
motivos de su   actitud, y, en su caso, la medida en que
puedan seguir las recomendaciones. 

  10.  Las  recomendaciones  y  observaciones  del  Organo  de
Vigilancia de los Textiles   deberán ser tomadas en cuenta en
caso  de  que  los  asuntos  relacionados  con  dichas   
recomendaciones y observaciones se sometan ulteriormente a la
atención de las   Partes Contratantes del Acuerdo General en
particular según el procedimiento del   Artículo XXIII del
Acuerdo General. 

  11. Dentro de los quince meses siguientes a la entrada en
vigor del presente   Acuerdo y posteriormente una vez al año
como  mínimo,  el  Organo  de  Vigilancia  de    los  Textiles
examinará todas las restricciones del comercio de productos  
textiles mantenidas por los países participantes al comienzo
del presente   Acuerdo y presentará sus conclusiones al Comité
de los Textiles. 

  12.  El  Organo  de  Vigilancia  de  los  Textiles  examinará
anualmente  todas  las    restricciones  introducidas  o  los
acuerdos bilaterales concluidos por los países   participantes
con  relación  al  comercio  de  productos  textiles  desde  la
entrada en   vigor del presente Acuerdo; cada año comunicará
sus conclusiones al Comité de   los Textiles.

  Artículo 12.

  1.  A  los  efectos  del  presente  Acuerdo,  la  expresión
“textiles” solo se aplica a   las mechas peinadas (tops, los



hilados, los tejidos, los artículos de confección   simple, la
ropa  y  otros  productos  textiles  manufacturados  (cuyas
características    principales  vienen  determinadas  por  sus
componentes textiles) de algodón, lana,   fibras sintéticas o
artificiales o mezclas de las citadas fibras, en los que  
cualquiera de las fibras o todas ellas combinadas constituyan
el elemento de   valor principal de las fibras o el 50 por
ciento o más del peso (o el 17 por   ciento o más del peso de
la lana) del producto. 

  2. El párrafo 1 supra no comprende las fibras discontinuas,
los  cables  para    discontinuos,  los  desperdicios  ni  los
monofilamentos o los multifilamentos   sencillos, sintéticos y
artificiales. Sin embargo, si se llega a la conclusión   de
que  existe  para  tales  productos  una  situación  de
desorganización del mercado   (según se define en el Anexo A),
serán de aplicación las disposiciones del   artículo 3 (y las
demás  disposiciones  del  presente  Acuerdo  directamente   
pertinentes)  y  el  párrafo  1  del  artículo  2  del  presente
Acuerdo. 

  3. El presente Acuerdo no se aplicará a las exportaciones,
efectuadas  por  países    en  desarrollo,  de  tejidos  de
fabricación  artesanal  hechos  en  telares  manuales,    de
productos de fabricación artesanal hechos a mano con esos
tejidos ni tampoco   a las exportaciones de productos textiles
artesanales propios del folklore   tradicional, siempre que
tales productos sean objeto de una certificación   apropiada
conforme  a  las  disposiciones  convenidas  entre  los  países
participantes   importadores y exportadores interesados.

  4.  Los  problemas  que  plantee  la  interpretación  de  las
disposiciones  del  presente    artículo  se  resolverán  por
consultas  bilaterales  entre  las  partes  interesadas  y   
cualquier  dificultad  podrá  ser  sometida  al  Organo  de
Vigilancia  de  los  Textiles.

  Artículo 13.



  1. El presente Acuerdo se depositará en poder del Director
General de las Partes   Contratantes del Acuerdo General.
Estará abierto a la aceptación, mediante su   firma o de otro
modo,  de  los  gobiernos  que  sean  partes  contratantes  del
Acuerdo   General, o que se hayan adherido a él con carácter
provisional, y de la   Comunidad Económica Europea. 

  2. Todo gobierno que no sea parte contratante del Acuerdo
General  o  que  no  se    haya  adherido  a  él  con  carácter
provisional, podrá adherirse al presente Acuerdo   en las
condiciones que se acuerden entre ese gobierno y los países  
participantes. Figurará en esas condiciones una disposición en
virtud de la cual   todo gobierno que no sea parte contratante
del Acuerdo General deberá   comprometerse, al adherirse al
presente Acuerdo, a no introducir nuevas   restricciones a la
importación y a no intensificar las existentes para la  
importación de los productos textiles, en la medida en que una
acción  de  esta    naturaleza  sería  incompatible  con  las
obligaciones que incumbirían a dicho país   si fuera parte
contratante del Acuerdo General.

  Artículo 14.

  1. El presente Acuerdo entrará en vigor el día 1º de enero
de 1974. 2. No   obstante lo dispuesto en el párrafo 1 de este
artículo, para la aplicación de   las disposiciones de los
párrafos 2, 3 y 4 del artículo 2 la fecha de entrada en  
vigor será el día 1º de abril de 1974. 3. A petición de una o
más partes que   hayan aceptado el presente Acuerdo o se hayan
adherido al mismo se celebrará una   reunión dentro de la
semana que preceda al 1º de abril de 1974. Las partes que   en
el momento de la reunión hayan aceptado el presente Acuerdo o
se  hayan    adherido  al  mismo  podrán  acordar  cualquier
modificación de la fecha prevista en   el párrafo 2 de este
artículo que pueda parecerles necesaria y sea compatible   con
las disposiciones del artículo 16.

  Artículo 15.



  Cualquier país participante podrá denunciar el presente
Acuerdo, con efectos a   partir del momento en que expire un
plazo de sesenta días contados desde la   fecha en que el
Director  General  de  las  Partes  Contratantes  del  Acuerdo
General   reciban por escrito la notificación de la denuncia.

  Artículo 16.

  El presente Acuerdo permanecerá en vigor durante cuatro
años.

  Artículo 17.

  Los anexos del presente Acuerdo forman parte integrante del
mismo. HECHO en   Ginebra, el veinte de diciembre de mil
novecientos setenta y tres, en un solo   ejemplar y en los
idiomas español, francés e inglés siendo los tres textos  
igualmente auténticos.

  ANEXO A.

  I. La determinación de una situación de desorganización del
mercado en el   sentido del presente Acuerdo, se basará en la
existencia o en la amenaza real de   perjuicio grave para los
productores nacionales. Ese perjuicio ha de ser   causado, de
manera  demostrable,  por  los  factores  especificados  en  el
párrafo II   infra y no por factores tales como cambios
tecnológicos  o  cambios  de  las    preferencias  de  los
consumidores que contribuyan a orientar el mercado hacia  
productos similares y/o directamente competidores fabricados
por la misma   industria, o a factores análogos. La existencia
de  perjuicio  se  determinará    mediante  un  examen  de  los
factores pertinentes que influyan en la evolución de   la
situación de la industria de que se trate, tales como el
volumen de negocios,   la parte en el mercado, los beneficios,
la marcha de las exportaciones, el   empleo, el volumen de las
importaciones que causan la desorganización y de las   demás
importaciones,  la  producción,  la  capacidad  utilizada,  la
productividad y   las inversiones. Ninguno de estos factores,



ni incluso varios de ellos,   constituye necesariamente un
criterio decisivo. 

  II. Los factores que causan la desorganización del mercado a
que se refiere el   párrafo I supra, y que generalmente
aparecen combinados, son los siguientes: 

  I) Un brusco e importante incremento o inminente incremento
de las importaciones   de ciertos productos procedentes de
determinadas fuentes. En caso de incremento   inminente, éste
habrá de ser susceptible de medida y su existencia no se  
determinará por alegaciones, por conjeturas o por la simple
posibilidad de que   tenga lugar debido, por ejemplo, a la
capacidad  de  producción  existente  en  los    países
exportadores;  

  II) Estos productos se ofrecen a precios considerablemente
más bajos que los   vigentes en el mercado del país importador
para mercancías similares de calidad   comparable. Dichos
precios se compararán tanto con el precio del producto  
nacional en una etapa equiparable de la comercialización como
con los precios   que rijan normalmente para esos productos
vendidos por otros países exportadores   en el país importador
en el curso ordinario del comercio y en condiciones de  
mercado libre. 

  III. Al considerar las cuestiones de “desorganización del
mercado”  se  tendrán  en    cuenta  los  intereses  del  país
exportador y especialmente la etapa de desarrollo   en que
éste se encuentre, la importancia del sector textil para su
economía, la   situación del empleo, la balanza global de su
comercio de textiles, su balanza   comercial con el país
importador interesado y su balanza de pagos global.

  ANEXO B.

  1. a) El nivel por debajo del cual no podrán limitarse las
importaciones ni las   exportaciones de productos textiles de
conformidad con las disposiciones del   artículo 3, será el de



las  importaciones  o  de  las  exportaciones  efectivamente   
realizadas de esos productos durante el período de doce meses
vencido dos meses   o, cuando no se disponga de datos tres
meses anterior al mes en que se haga la   solicitud de
consulta  como  resultado  de  ese  procedimiento  interior,
optándose   entre estos períodos por el que sea más reciente. 

  b) Cuando exista entre los países participantes interesados
una  medida  de    limitación  del  nivel  anual  de  las
exportaciones  o  importaciones,  de  conformidad    con  los
artículos 2, 3 o 4 aplicable al período de doce meses a que se
refiere   el apartado a), el nivel por debajo del cual no
podrán limitarse de conformidad   con las disposiciones del
artículo  3  las  importaciones  de  productos  textiles  que   
causen la desorganización del mercado, será el nivel previsto
en la limitación   en lugar del nivel de las importaciones o
exportaciones efectivas durante el   período de doce meses a
que se refiere el apartado a) anterior. Cuando el   período de
doce meses a que se refiere el apartado a) coincida en parte
con el   de vigencia de la limitación, el nivel será:

  I) el previsto en la limitación o el de las importaciones o
exportaciones   efectivas si este último es superior, salvo en
caso de que se haya rebasado la   cantidad prevista, para los
meses comunes al período de validez de la limitación   y al de
doce meses a que se refiere el apartado a); 

  II) el de las importaciones o de las exportaciones efectivas
para los meses en   que no hay coincidencia. 

  c)  Si,  debido  a  circunstancias  anormales,  el  período
mencionado en el apartado   a) es especialmente desfavorable
para  un  determinado  país  exportador,  deberá    tenerse  en
cuenta la marcha de las importaciones procedentes de ese país
durante   varios años anteriores. d) Si las importaciones o
exportaciones de productos   textiles sujetas a limitaciones
han sido nulas o insignificantes durante el   período de doce
meses mencionado en el apartado a), se establecerá mediante  



consulta entre los países participantes interesados, un nivel
razonable  de    importación  para  tener  en  cuenta  las
posibilidades  futuras  del  país  exportador.   

  2. Si las medidas de limitación permanecen en vigor durante
un nuevo período de   doce meses, el nivel aplicable a este
período no será inferior al fijado para el   precedente de
doce meses, aumentado en un 6 por ciento como mínimo para los
  productos sujetos a limitación. En casos excepcionales,
cuando haya razones   claras para alegar que, de aplicar los
citados coeficientes de crecimiento,   volverá a producirse la
situación de desorganización del mercado, podrá   decidirse un
coeficiente de crecimiento positivo más bajo tras celebrar  
consultas con el país o los países exportadores interesados.
También  en  casos    excepcionales,  cuando  por  tratarse  de
países importadores participantes con   mercados pequeños que
tengan un nivel de importación excepcionalmente alto y un  
nivel  de  producción  nacional  correlativamente  bajo,  la
aplicación del citado   coeficiente de crecimiento causaría
perjuicio a la producción viable mínima de   esos países,
podrá decidirse un coeficiente de crecimiento positivo más
bajo   después de celebrar consultas con el país o países
exportadores interesados. 

  3. Si las medidas de limitación permanecen en vigor durante
sucesivos períodos   de doce meses, el nivel aplicable a cada
uno de esos períodos no será inferior   al fijado para el
período de doce meses precedente, aumentado en un seis por  
ciento, a menos que nuevas pruebas demuestren, de conformidad
con el Anexo A que   la aplicación del citado coeficiente de
crecimiento  exacerba  el  estado  de    desorganización  del
mercado.  En  tales  circunstancias  podrá  aplicarse  un   
coeficiente  de  crecimiento  positivo  más  bajo  después  de
celebrar  consultas  con    el  país  exportador  interesado  y
someter el asunto al Organo de Vigilancia de los   Textiles de
conformidad con los procedimientos del artículo 3. 

  4. En caso de que, en virtud de los artículos 3 o 4, se



establezca  una    restricción  o  limitación  a  uno  o  más
productos para los que se haya suprimido   previamente una
restricción o limitación de conformidad con las disposiciones
  del artículo 2, la ulterior restricción o limitación no se
restablecerá sin   tener plenamente en cuenta los límites de
los intercambios previstos en la   restricción o limitación
suprimida. 

  5. Cuando la limitación se aplique a más de un producto, los
países   participantes acuerdan que, a condición de que el
total de las exportaciones que   sean objeto de medidas de
limitación no exceda del total fijado para el conjunto   de
los productos limitados de esta forma (sobre la base de una
unidad  común  que    será  determinada  por  los  países
participantes  interesados),  el  nivel  convenido    para
cualquier producto podrá rebasarse en un 7 por ciento, salvo
en    circunstancias,  que  sólo  podrán  invocarse
excepcionalmente y con moderación, en   las que un porcentaje
más  bajo  pueda  estar  justificado,  en  cuyo  caso  ese   
porcentaje más bajo no será inferior al 5 por ciento. Cuando
las restricciones   se establezcan por más de un año, el grado
en que, después de consulta entre las   partes interesadas, se
podrá rebasar el nivel total de limitación de un producto   o
de un grupo de productos en uno u otro de dos años sucesivos
mediante la   utilización anticipada y/o la transferencia del
remanente será el 10 por ciento

  6. Al aplicar los niveles de limitación y los coeficientes
de crecimiento   especificados en los párrafos 1 a 3 supra se
tendrán plenamente en cuenta las   disposiciones del artículo
6.

  Por la República Argentina:

  Por el Commonwealth de Australia: 

  Por la República de Austria: 

  Por la República Popular de Bangladesh: 



  Por Barbados: 

  Por el Reino de Bélgica: 

  Por la República Federativa del Brasil: 

  Por la Unión Birmana: 

  Por la República de Burundi: 

  Por la República Unida del Camerun: 

  Por el Canadá: 

  Por la República Centroafricana: 

  Por la República del Chad: 

  Por la República de Chile: 

  Por la República Popular del Congo: 

  Por la República de Cuba: 

  Por la República de Chipre: 

  Por la República Socialista Checoslovaca: 

  Por la República del Dahomey: 

  Por el Reino de Dinamarca: 

  Por la República Dominicana: 

  Por la República Arabe de Egipto: 

  Por la República de Finlandia: 

  Por la República Francesa: 

  Por la República Gabonesa: 

  Por la República de Gambia: 



  Por la República de Ghana: 

  Por la República de Guyana: 

  Por la República de Haití: 

  Por la República Helénica: 

  Por la República Popular Húngara: 

  Por la República de Islandia: 

  Por la República de la India: 

  Por la República de Indonesia: 

  Por Irlandia: 

  Por el Estado de Israel: 

  Por la República Italiana: 

  Por la República de la Costa de Marfil: 

  Por Jamaica: 

  Por el Japón: 

  Por la República de Kenia: 

  Por la República de Corea:

  Por el Estado de Kuwait: 

  Por el Gran Ducado de Luxemburgo: 

  Por la República Malgache: 

  Por la República de Malawi: 

  Por Malasia: Por Malta: 

  Por la República Islámica de Mauritania: 



  Por Mauricio: 

  Por el Reino de los Países Bajos: 

  Por Nueva Zelandia: 

  Por la República de Nicaragua: 

  Por la República de Niger: 

  Por la República Federal de Nigeria: 

  Por el Reino de Noruega: 

  Por la República Islámica de Pakistán: 

  Por la República del Perú: 

  Por la República de Filipinas: 

  Por la República Popular Polaca: 

  Por la República Portuguesa: 

  Por la República Rwandesa: 

  Por la República del Senegal: 

  Por la República de Sierra Leona: 

  Por la República de Singapur: 

  Por la República de Sudáfrica: 

  Por Rhodesia del Sur: 

  Por el Estado Español:

  Por la República de Srilanka: 

  Por el Reino de Suecia: 

  Por la Confederación Suiza: 



  Por la República Unida de Tanzania: 

  Por la República Togolesa: 

  Por Trinidad y Tobago: 

  Por la República de Túnez: 

  Por la República de Turquía: 

  Por la República de Uganda: 

  Por el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte: 

  Por los Estados Unidos de América: 

  Por la República del Alto Volta: 

  Por la República Oriental del Uruguay: 

  Por la República Federativa Socialista de Yugoeslavia: 

  Por  la  República  de  Zaire:  Por  la  Comunidad  Económica
Europea: 

  Por la República Popular de Bulgaria: 

  Por la República de Colombia: 

  Por la República de El Salvador: 

  Por la República de Guatemala: 

  Por los Estados Unidos Mexicanos: 

  Por el Reino de Tailandia:

  Rama  Ejecutiva  del  Poder  Público.-Presidencia  de  la
República.

  Bogotá, D. E., octubre de 1974.

  Aprobado. Sométase a la consideración del Congreso Nacional,



para los efectos   constitucionales.

  El Ministro de Relaciones Exteriores, (Fdo.), Indalecio
Liévano Aguirre.

  Artículo 2º.-Esta Ley regirá desde su sanción.

  Dada en Bogotá, D. E., a . . .

  Es  fiel  copia  del  texto  original  del  Acuerdo  arriba
transcrito que reposa en los   archivos de la División de
Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones   Exteriores.

  Jorge Sánchez Camacho, El Jefe de la División de Asuntos
Jurídicos”.

  El Presidente del honorable Senado de la República, EDMUNDO
LOPEZ  GOMEZ.  El    Presidente  de  la  honorable  Cámara  de
Representantes, ALBERTO SANTOFIMlO BOTERO.   El Secretario
General del honorable Senado de la República, Amaury Guerrero.
El    Secretario  General  de  la  honorable  Cámara  de
Representantes,  Ignacio  Laguado    Moncada.

  República de Colombia.-Gobierno Nacional.

  Bogotá, D. E., 11 de enero de 1977.

  Publíquese y ejecútese.

  ALFONSO LOPEZ MICHELSEN

  El Ministro de Relaciones Exteriores, Indalecio Liévano
Aguirre. El Ministro de   Hacienda y Crédito Público, Abdón
Espinosa Valderrama. El Ministro de Desarrollo   Económico,
Diego Moreno Jaramillo.

             



LEY 23 DE 1977
                           

LEY 23 DE 1977 

  (mayo 13)

  por la cual se reforma el sistema electoral.

  El Congreso de Colombia

  DECRETA:  

CAPITULO I

  De la organización electoral.

  Artículo 1º.-La presente Ley está inspirada en los mismos
principios consignados   en el artículo 1º de la Ley 89 de
1948,  y  en  tal  virtud  tiene  por  objeto    mantener  y
perfeccionar una organización electoral ajena a la influencia
de los   partidos, de cuyo funcionamiento ningún partido o
grupo político pueda derivar   ventajas sobre los demás en la
obtención de la cédula de ciudadanía para sus   afiliados, ni
en  la  formación  de  los  censos  electorales,  ni  en  las
votaciones y   escrutinios; y cuyas regulaciones garanticen la
plena responsabilidad y la   imparcialidad política de los
funcionarios adscritos a ella. Este principio   constituye la
norma de conducta a la cual deberán ceñirse rigurosamente
todas   las personas encargadas de cumplir cualquier función
dentro de los organismos   electorales. 

  Artículo 2º.-La Corte Electoral estará integrada por nueve
magistrados   designados por la Corte Suprema de Justicia, en
pleno así: cuatro por cada uno   de los dos partidos que
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hubieren obtenido el mayor número de votos en la última  
elección de Congreso y uno por el partido distinto de los
anteriores que le siga   en votación. Los Magistrados de la
Corte Electoral serán designados para un   período de cuatro
años que comenzará el 1º de septiembre de 1978 y tomarán  
posesión de su cargo ante el Presidente de la Corte Suprema de
Justicia. Los   actuales miembros de la Corte Electoral cuyo
período  vence  el  31  de  diciembre    del  presente  año,
continuarán ejerciendo el cargo hasta el 31 de agosto de 1978.
  La Corte Suprema de Justicia elegirá, una vez entre en
vigencia la presente Ley,   un Magistrado más de la misma
Corte Electoral por cada uno de los tres partidos   que
obtuvieron la mayor votación en las pasadas elecciones. Estos
Magistrados   igualmente ejercerán sus cargos hasta la última
fecha prevista en el inciso   anterior. 

  Artículo 3º.-Para ser magistrado de la Corte Electoral se
requiere  no  desempeñar    empleo  público,  y  haber  sido
Presidente de la República o Magistrado de la Corte   Suprema
de Justicia o Consejero de Estado o ciudadano que reúna las
calidades    para  ser  Magistrado  de  la  Corte  Suprema  de
Justicia. 

  Artículo 4º.-Los Magistrados de la Corte Electoral y el
Registrador Nacional del   Estado Civil son responsables de
sus actuaciones como tales, ante la Sala Penal   de la Corte
Suprema de Justicia. 

  Artículo 6º.-En caso de que un miembro de la Corte Electoral
presente excusa   para intervenir en un asunto determinado, la
Corte Electoral la aceptará si es   del caso y designará para
reemplazarlo un Magistrado ad hoc de su misma   filiación
política. En las faltas temporales o absolutas de uno o más  
Magistrados  de  la  Corte  Electoral,  la  Corte  Suprema  de
Justicia designará   Magistrado interino o en propiedad según
el caso con arreglo a lo establecido en   el artículo segundo
de la presente Ley. 



  Artículo  7º.-No  podrán  ser  designados  Registradores
Municipales, Delegados del   Registrador Nacional del Estado
Civil y Delegados de la Corte Electoral, los   parientes del
Registrador Nacional del Estado Civil, de los Magistrados de
la   Corte Electoral y de la Corte Suprema de Justicia dentro
del  cuarto  grado  civil    de  consanguinidad  y  segundo  de
afinidad. 

  Artículo 8º.-La Corte Electoral elegirá, cuando menos por el
voto de las dos   terceras partes de sus miembros y para un
período de cuatro años, al Registrador   Nacional del Estado
Civil, quien tomará posesión ante la misma Corte y tendrá  
igual remuneración que los Magistrados de la Corte Suprema de
Justicia. Para ser   Registrador Nacional del Estado Civil, se
requieren las mismas calidades que   para ser Senador de la
República. El Registrador Nacional del Estado Civil no   podrá
ser  pariente  de  ninguno  de  los  Magistrados  de  la  Corte
Electoral dentro   del cuarto grado civil de consanguinidad y
segundo de afinidad. 

  Artículo 9º.-Los miembros de la Corte Electoral devengarán
mil pesos ($   1.000.00) por reunión. El Gobierno Nacional,
por resolución ejecutiva, podrá   ajustar cada dos años dichos
honorarios. 

  Artículo  10.  Treinta  (30)  días  antes  de  cada  elección
popular, la Corte   Electoral formará una lista de ciudadanos
en número equivalente al doble de las   circunscripciones
electorales. De tal lista escogerá, por sorteo y para cada  
circunscripción electoral, por lo menos quince (15) días antes
de  las  mismas    elecciones,  dos  ciudadanos  de  distinta
filiación política encargados de   verificar por delegación y
a nombre de la Corte los escrutinios a que se refiere   el
artículo 45 de esta Ley. La Corte Electoral procurará que sus
Delegados hayan   sido Consejeros de Estado, Magistrados de la
Corte  Suprema  de  Justicia,  de  la    Corte  Electoral,  de
Tribunal o sean o hayan sido Profesores de Derecho. Dichos  
Delegados tendrán derecho a los viáticos que les fije la Corte



Electoral, y a   gastos de transporte. 

  Artículo 11. A solicitud de la Corte Electoral el Gobierno
Nacional,    oportunamente,  con  ocasión  de  cada  elección
popular,  creará,  así  sea    transitoriamente,  cargos  de
Registradores auxiliares o de Delegados de los   Registradores
Distrital  o  Municipales  del  Estado  Civil,  con  el  fin  de
facilitar   las votaciones de los ciudadanos en los centros
urbanos y en las zonas rurales.   El Registrador Nacional del
Estado Civil hará las designaciones de los cargos   que se
creen  conforme  el  presente  artículo.  Para  ser  Delegado
Departamental del   Registrador Nacional del Estado Civil y
Registrador del Distrito Especial de   Bogotá se requerirán
las mismas calidades que para ser juez del circuito o haber  
desempeñado el cargo en propiedad por un período no menor a
cuatro años. Dichos   Registradores auxiliares y Delegados
Municipales  se  designarán  entre  ciudadanos    de  distinta
filiación política. 

  CAPITULO II

  De la zonificación y del registro e inscripción electorales.

  Artículo 12. La Registraduría Nacional del Estado Civil
podrá  dividir  en  zonas,    para  registro  y  votación,  al
Distrito Especial de Bogotá y a las ciudades con   más de
100.000 cédulas vigentes, de acuerdo con el censo electoral,
previa   reglamentación que expida al efecto. Los ciudadanos
podrán  registrarse  ante  el    funcionario  electoral  de  la
respectiva zona, hasta treinta días antes de la   fecha de las
elecciones. Los ciudadanos que no se registren en las zonas,  
sufragarán en los sitios que les corresponda de acuerdo con el
censo electoral.  

  Artículo 13. Las listas de ciudadanos que se registren
conforme  al  artículo    anterior,  se  irán  entregando
diariamente  por  los  Registradores  Auxiliares  o  por    los
Delegados  al  respectivo  Registrador  Municipal  del  Estado



Civil, para que se   comparen y se evite el doble o múltiple
registro.  El  último  registro  anula  los    anteriores.  El
funcionario o empleado que no cumpliere con estas obligaciones
  incurrirá en causal de mala conducta que implica la pérdida
del empleo. 

  Artículo  14.  Para  que  un  ciudadano  pueda  votar  en  un
municipio distinto a aquel   en el cual le fue expedida la
cédula de ciudadanía, deberá inscribirse ante el   respectivo
Registrador Municipal o su Delegado hasta quince (15) días
antes de   la fecha de las votaciones. Vencido el término de
la inscripción, los Delegados   del Registrador Municipal
enviarán a éste copia auténtica de la lista de   ciudadanos
inscritos. El Registrador Municipal, a su vez, comunicará a
los   Delegados del Registrador Nacional del Estado Civil el
número de ciudadanos   inscritos en el respectivo municipio,
tanto  en  la  cabecera  como  en  los    corregimientos,
inspecciones  de  policía  y  caseríos.  

  Artículo 15. Para que un ciudadano pueda votar a partir de
1980, en municipio   distinto al de la expedición de su cédula
deberá inscribirse hasta un mes antes   de las elecciones
respectivas, donde desee depositar su voto. Pasadas las  
elecciones  las  cédulas  volverán  a  figurar  en  el  censo
correspondiente al lugar   de su expedición. Quienes hayan
cambiado de domicilio podrán solicitar hasta   tres meses
antes de las elecciones el cambio de radicación de su cédula.
Esta   nueva radicación será permanente mientras no se obtenga
una distinta. El último   cambio de radicación anulará las
anteriores en el censo electoral.

  Artículo 16. El Registro y la Inscripción de que trata el
presente capítulo son   actos estrictamente personales, que
requieren la presencia del ciudadano y su   identificación con
la cédula de ciudadanía. 

  Artículo 17. Los funcionarios electorales elaborarán las
correspondientes listas   de ciudadanos registrados y las de



los inscritos. 

  Artículo  18.  La  Corte  Electoral  podrá  autorizar  el
funcionamiento de mesas de   votación en los caseríos que
tengan una población mínima de 500 habitantes y que   disten
más  de  cinco  kilómetros  de  otros  lugares  donde  hayan  de
instalarse   puestos de votación. Para el funcionamiento de
estas mesas de votación se   requiere que a la Corte Electoral
llegue con no menos de cinco meses de   anticipación a la
fecha de las elecciones, solicitud conjunta de los Delegados  
del  Registrador  Nacional  en  la  respectiva  circunscripción
electoral,  acompañada    de  un  concepto  motivado  del
Gobernador, Intendente, o Comisario. Autorizado por   la Corte
Electoral el funcionamiento de esas mesas de votación, el
Gobernador,   Intendente, o Comisario procederá a designar una
autoridad  civil  que  debe  entrar    en  funciones  en  el
respectivo caserío con no menos de tres meses de anticipación
  a las elecciones. 

  Artículo 19. Durante las horas en que deben efectuarse las
elecciones populares   quedará suspendido el tránsito de los
ciudadanos  de  un  municipio  a  otro,  y  de  la    cabecera
municipal  a  los  corregimientos,  inspecciones  de  policía  y
caseríos, o   viceversa, en donde funcionen mesas de votación,
lo  mismo  que  el  tránsito  entre    dichos  corregimientos,
inspecciones de policía y caseríos. Quien contraviniere   esta
disposición será sancionado con arresto hasta de noventa días,
que impondrá   la autoridad civil del respectivo municipio,
corregimiento, inspección de   policía o caserío.

  CAPITULO III

  De la inscripción de candidaturas.

  Artículo 20. Los partidos políticos cuya existencia sea
ostensible y tengan   representación en el Congreso de la
República, tendrán derecho a utilizar los   servicios de la
televisión para que expongan sus tesis y programas a la  



teleaudiencia nacional dentro de los tres meses anteriores a
la fecha legalmente   establecida para la celebración de las
elecciones  populares.  Cada  partido    dispondrá  del  mismo
espacio, el cual no podrá ser inferior a una hora en cada  
campaña electoral. Si un partido está fraccionado en grupos
ostensiblemente    diferenciados  y  antagónicos,  éstos
utilizarán el espacio correspondiente al   partido de que
formen parte, en proporción directa a la representación  
parlamentaria que acredite cada uno de ellos ante el Instituto
de Radio y   Televisión. A menos que el Instituto de Radio y
Televisión asigne un espacio de   igual o mayor teleaudiencia
y de la misma duración, se utilizará para los fines   de esta
Ley, el que viene ocupando la Secretaría de Información y
Prensa  de  la    Presidencia  de  la  República  con  el
Telenoticiero  Oficial.  

  Artículo  22.  Las  candidaturas  a  la  Presidencia  de  la
República serán inscritas   ante el Registrador Nacional del
Estado Civil; las listas de candidatos para el   Senado de la
República,  la  Cámara  de  Representantes,  las  Asambleas   
Departamentales y los Consejos Intendenciales se inscribirán
ante los   correspondientes Delegados del Registrador Nacional
del Estado Civil; las listas   de candidatos para los Consejos
Comises se inscribirán ante el Registrador   Municipal de la
Capital de la Comisaría, y las de Consejos Municipales ante
los   respectivos Registradores Municipales. Parágrafo. Los
Registradores  Municipales    enviarán  a  los  Delegados  del
Registrador Nacional del Estado Civil copias de las   listas
de  candidatos  inscritos  para  Consejos  Comises  y  Consejos
Municipales. 

  Artículo 23. Los candidatos a la Presidencia de la República
y a las distintas   Corporaciones de elección popular se
inscribirán a más tardar veinte (20) días   comunes antes de
la  fecha  de  las  correspondientes  elecciones.  En  caso  de
muerte,   renuncia a la candidatura o pérdida de los derechos
políticos de alguno o   algunos candidatos, podrán modificarse



las listas por la mayoría de los que las   inscribieron a más
tardar diez días comunes antes de la fecha de las votaciones.
  La declaratoria de elección de candidatos se hará de acuerdo
con las listas   inscritas o modificadas definitivamente,
según lo establecido en esta   disposición.

  CAPITULO IV

  De los jurados de votación.

  Artículo 24. Las directivas políticas podrán suministrar a
los Registradores   Municipales del Estado Civil, listas de
candidatos para integrar los jurados de   votación. 

  Artículo 25. Los Registradores Municipales del Estado Civil
designarán los   miembros de los jurados de votación a más
tardar treinta (30) días antes de las   elecciones, y de
acuerdo con las instrucciones de la Registraduría Nacional les
  dictarán cursos sobre el cumplimiento de sus deberes, y,
además,  los  ilustrarán    sobre  el  proceso  electoral.  Sin
perjuicio  de  que  el  Alcalde  notifique  por    escrito  los
anteriores nombramientos, la notificación se entenderá surtida
por   la sola publicación o fijación en lugar público de la
lista respectiva. 

  Artículo 26. La Registraduría Nacional del Estado Civil
divulgará  instrucciones    para  el  cabal  desempeño  de  las
funciones de jurado de votación. La Televisora y   la Radio
Nacional estarán obligadas a transmitir programas preparados
por la   Registraduría Nacional en este sentido. 

  Artículo 27. Todos los funcionarios públicos pueden ser
designados  jurados  de    votación,  con  excepción  de  las
primeras  autoridades  civiles  en  el  orden  nacional    y
regional, las que tienen funciones propiamente electorales,
los miembros de   las fuerzas armadas, los operadores del
Ministerio de Comunicaciones, Telecom,   Empresas de Teléfonos
y  los  auxiliares  de  los  mismos,  y  los  miembros  de   
directorios,  comités  y  comandos  políticos.  



  Artículo 28. El cargo de jurado es de forzosa aceptación.
Las personas que no   concurran a desempeñar las funciones de
jurado de votación, se harán acreedoras   a una multa de cinco
mil pesos ($ 5.000.00) a favor de la Registraduría Nacional  
del Estado Civil, esta sanción será impuesta por el respectivo
Registrador   Municipal. 

  Artículo  29.  La  resolución  del  Registrador  permanecerá
fijada por cinco (5)   días, para información y conocimiento
de  la  ciudadanía  en  general.  Los    sancionados  podrán
solicitar se les exonere del pago, dentro del término de  
treinta (30) días contados a partir de la fecha de fijación de
la providencia,   previa consignación del 10% del valor de la
multa, para lo cual deberá acreditar   que no pudo concurrir
por grave enfermedad de él o de su cónyuge, padre, madre o  
hijo; o por muerte de alguna de tales personas, acaecidas en
el mismo día de las   elecciones o dentro de los dos días
anteriores; o por ausencia del municipio   donde fue designado
jurado de votación. Si la excusa se declara probada, se  
ordenará  la  devolución  de  la  cantidad  consignada  y  la
exoneración  de  la  sanción.   

  Parágrafo.  La  enfermedad  grave  a  que  se  refiere  este
artículo  solo  podrá    acreditarse  con  la  declaración
juramentada de un médico titulado; la muerte del   familiar
con  el  certificado  de  defunción,  y  la  ausencia  con  el
certificado de la   primera autoridad política del municipio
donde hubiere estado presente el día de   las elecciones o del
respectivo agente consular de Colombia. 

  Artículo  30.  Contra  las  providencias  del  Registrador
Municipal caben los   recursos de reposición, y de apelación
ante los respectivos Delegados del   Registrador Nacional del
Estado Civil. 

  Artículo 31. Ejecutoriada la providencia del Registrador
Municipal, le enviará a   la Administración o Recaudación de
Hacienda Nacional copia para que proceda a   hacer efectiva la



multa y se abstenga de expedir a los sancionados certificados
  de paz y salvo, hasta tanto no efectúen el pago de aquella.
Cuando se trate de   empleado público, la multa será pagada
mediante  descuentos  sucesivos  que  hará  el    respectivo
pagador, del 10% del sueldo mensual devengado.

  CAPITULO V

  De los escrutinios.

  Artículo  32.  Los  resultados  del  recuento  de  votos  que
realicen los jurados de   votación se harán constar en un
acta, expresando en letras y números los votos   obtenidos por
cada  lista  o  candidato.  Del  acto  se  extenderán  cuatro
ejemplares,   dos originales y dos copias, con el siguiente
destino:  un  original  para  el    Tribunal  Contencioso
Administrativo y el otro para depositar en el arca   triclave;
una copia para los Delegados del Registrador Nacional y la
otra para   el Registrador Municipal del Estado Civil. En todo
caso de duda sobre la   autenticidad o regularidad del acta
mencionada, tanto las corporaciones   escrutadoras como el
Consejo  de  Estado  y  los  Tribunales  Contencioso   
Administrativos podrán solicitar los restantes ejemplares de
la misma a los   correspondientes funcionarios o Tribunales,
quienes deberán enviarlos de   inmediato, dejando para sí
copias debidamente autenticadas. 

  Artículo  33.  Inmediatamente  después  de  terminado  el
escrutinio, las actas y   documentos que sirvieron para la
votación serán entregados por el Presidente del   Jurado, bajo
recibo y con indicación del día y la hora de la entrega, así:
en   las cabeceras municipales al Registrador Municipal o a
Delegado  suyo;  en  los    corregimientos,  inspecciones  de
Policía y caseríos, al respectivo Delegado del   Registrador
Municipal. Los documentos de los corregimientos, inspecciones
de   policía y caseríos serán entregados por el Delegado que
los haya recibido, al   Registrador Municipal, dentro del
término de la distancia. La Registraduría   Nacional fijará



los términos de la distancia de acuerdo con el medio de  
transporte más rápido utilizable en la región. La entrega de
las actas de   escrutinio y documentos que han de hacer los
Presidentes de los jurados a las   autoridades electorales,
deberá efectuarse inmediatamente después de elaboradas.   A
medida que se vayan recibiendo los pliegos provenientes de las
mesas  de    votación,  los  claveros  municipales  los  irán
introduciendo en el arca triclave, y   anotarán en un registro
firmado por ellos con indicación del día y la hora en   que
fueron introducidos. 

  Artículo 34. Diez (10) días antes de las correspondientes
elecciones populares,   los tribunales superiores de distrito
judicial  deberán  designar  en  sala  plena    las  comisiones
escrutadoras  municipales  formadas  por  dos  ciudadanos  de
distinta   filiación política que sean jueces, notarios, o
registradores de instrumentos   públicos en el respectivo
distrito  judicial.  Los  términos  judiciales  se  les   
suspenderán al juez designado durante el tiempo en que cumple
la comisión. Si   fueren insuficientes los jueces, notarios, o
registradores de instrumentos   públicos para integrar las
comisiones  escrutadoras,  los  Tribunales  Superiores    las
complementarán  con  personas  de  reconocida  honorabilidad,
preferiblemente con   funcionarios del ministerio público, a
excepción de los personeros municipales,   teniendo en cuenta
al personal auxiliar de la justicia con rango igual o  
superior  a  secretario  de  juzgado  de  circuito.  Los
registradores municipales   actuarán como secretarios de esas
comisiones. 

  Artículo 35. El Registrador Nacional del Estado Civil podrá
establecer en el   Distrito Especial de Bogotá y en las
ciudades con más de cien mil cédulas   vigentes, de acuerdo
con el censo electoral, el número de sectores electorales  
indispensables para facilitar y agilizar el proceso electoral.
Para cada sector   electoral que se establezca, los Delegados
Departamentales del Registrador del   Estado Civil designarán



un  Registrador  Auxiliar.  En  cada  uno  de  esos  sectores   
electorales se llevará a cabo un escrutinio parcial, y para
ese  efecto    funcionará  un  arca  triclave  en  la  que
introducirán las actas y documentos de las   mesas de votación
del respectivo sector. Serán claveros el Registrador Auxiliar,
  un Juez designado por el Tribunal Superior y un Delegado del
Alcalde de la   ciudad. Para el sector donde sufraguen los
ciudadanos que no se hubieren   registrado, los Delegados
Departamentales del Registrador Nacional del Estado   Civil
designarán  los  Registradores  Auxiliares  que  consideren
necesarios. En   estos sectores electorales se llevarán a cabo
también  los  escrutinios  parciales    y  para  ese  efecto
funcionarán las arcas triclaves que consideren necesarias en  
las que introducirán las actas y documentos de las mesas de
votación del sector.   Para cada arca triclave serán claveros
un Registrador Auxiliar, un Juez   designado por el Tribunal
Superior y un delegado del Alcalde de la ciudad. En   los
demás municipios serán claveros el Registrador Municipal, el
Alcalde y el   Juez Municipal. 

  Artículo 36. Para efecto de los escrutinios, en cualquier
votación  será    computable  todo  voto  atendiendo
primordialmente la voluntad del elector, siempre   y cuando se
desprenda inequívocamente de él la intención de sufragar por
un   candidato debidamente inscrito. Los errores de buena fe
en la elaboración de la   papeleta no podrán anular el voto. 

  Artículo 37. Las votaciones principiarán a las ocho de la
mañana y se cerrarán a   las cinco de la tarde. Si no
principiaren a las ocho de la mañana, la mesa   funcionará
nueve  horas  seguidas  contadas  desde  el  aviso  o  señal  de
apertura. 

  Artículo 38. Los jurados de votación y los escrutadores no
podrán,  bajo  ningún    pretexto,  abstenerse  de  elaborar  y
firmar los pliegos y las actas respectivas.   Si tuvieren
alguna  observación  que  hacer,  podrán  consignarla  como
constancia en   dichos pliegos o actas, que tendrán un espacio



especial para tal efecto. 

  Artículo 39. El miembro de jurado de votación o de comisión
escrutadora que sin   justa causa, se negare a elaborar o
firmar los pliegos electorales o las actas   de escrutinio
incurrirá en prisión de uno a cuatro años. 

  Artículo 40. El Tribunal Superior designará la Comisión
encargada de escrutar   los votos emitidos en el sector en la
misma  forma  que  para  las  Comisiones    Escrutadoras
Municipales,  y  será  Secretario  el  respectivo  Registrador
Auxiliar.   Estas Comisiones verificarán el cómputo de los
votos depositados en el arca   triclave del correspondiente
sector y será de su competencia resolver las   reclamaciones
que se les formulen. Cada Comisión Auxiliar levantará un acta
del   trabajo por ella efectuado, que servirá de base para las
actas  de  los    escrutinios  que  practiquen  las  Comisiones
Escrutadoras Principales, a las cuales   compete hacer la
declaratoria de elección y expedir las credenciales para  
concejales, de todo lo cual se dejará constancia en acta.
También compete a las   Comisiones Principales resolver sobre
las apelaciones contra las decisiones que   en materia de
reclamos profieran las Comisiones Escrutadoras Auxiliares.  
Igualmente conocerán de los desacuerdos que se presenten entre
los miembros de   dichas Comisiones. 

  Artículo 41. Los cargos de escrutadores municipales son de
forzosa aceptación.   Los que no concurran a desempeñar dichas
funciones pagarán una multa de diez mil   pesos ($ 10.000.00)
que será impuesta, mediante resolución, por los Delegados  
del Registrador Nacional a favor de la Registraduría Nacional
del Estado Civil.   Cuando los designados como escrutadores
sean funcionarios o empleados públicos,   la multa se pagará
mediante sucesivos descuentos que hará el pagador respectivo,
  de un diez por ciento (10%) del sueldo mensual que devengue
el sancionado. 

  Artículo 42. Los Delegados del Registrador Nacional podrán



exonerar del pago de   la referida multa a quien acredite,
dentro del término de treinta (30) días   contados a partir de
la fecha de la notificación personal, y conforme a lo  
dispuesto en el parágrafo del artículo 29 de esta ley, que no
pudo concurrir a   cumplir sus funciones por grave enfermedad
de él o de su cónyuge, padre, madre o   hijo; o por muerte de
alguna de tales personas, acaecidas el día en que debe  
efectuarse el escrutinio o dentro de los dos días anteriores
al mismo. 

  Artículo 43. El escrutinio municipal comenzará a las nueve
de la mañana del   martes siguiente a las elecciones, en las
oficinas de las Registradurías   Municipales; y en las que
determine el Registrador Nacional, conforme al   artículo 35
de la presente Ley. Los miembros de la Comisión Escrutadora  
activarán la entrega de los documentos electorales de las
inspecciones de   policía, corregimientos y caseríos que no se
hayan  introducido  en  el  arca    triclave  al  empezar  el
escrutinio, verificarán cuidadosamente el día, la hora y   el
estado  de  los  mismos  al  ser  entregados,  de  todo  lo  cual
quedará constancia   con su firma en el acta de recibo que
suscriben los claveros. 

  Artículo 44. Las comisiones escrutadoras municipales y las
auxiliares,  a    petición  de  los  candidatos,  o  de  los
representantes de éstos, o de los que   inscribieron las
listas,  resolverán,  al  terminar  los  escrutinios,  las   
reclamaciones formuladas, con base en las siguientes causales
taxativas,  siempre    y  cuando  se  fundamenten  en  razones
precisas y concretas: 

  1ª. Cuando aparezca de manifiesto que en las actas de
escrutinio se incurrió en   error aritmético al computar los
votos. 

  2ª. Cuando, con base en las papeletas de votación y en la
diligencia  de    inscripción,  aparezca  de  manera  clara  e
inequívoca que en las actas de   escrutinio se incurrió en



error  al  anotar  el  nombre  o  apellidos  de  uno  o  más   
candidatos. 

  3ª. Cuando el número de votantes en un municipio exceda al
total de cédulas   vigentes y de ciudadanos inscritos en él. 

  4ª. Cuando el número de sufragantes de una mesa exceda al
número de ciudadanos   que podían votar en ella. 

  5ª. Cuando de las actas de escrutinios aparezca en forma
indudable que estos o   las elecciones se realizaron en fechas
distintas a las señaladas por la ley. 

  6ª. Cuando las actas de las Comisiones Escrutadoras no estén
firmadas  por  ambos    escrutadores  y  por  el  Registrador
Municipal. 

  7ª. Cuando los cuatro ejemplares de las actas de escrutinio
de los jurados de   votación estén firmados por menos de tres
de éstos, y 

  8ª. Cuando las listas de candidatos no han sido inscritas o
modificadas en la   oportunidad legal. Sobre estas causales
también  podrán  pronunciarse    oficiosamente  dichas
Comisiones.  

  Si al verificar los escrutinios hubiere desacuerdo entre los
miembros de la   Comisión Escrutadora, o se apelare contra sus
decisiones, se dejará constancia   de tales desacuerdos y
apelaciones, y los pliegos y documentos respectivos serán  
conducidos así: por el Registrador Municipal a la Delegación
Departamental del   Estado Civil, para que sean resueltos por
los Delegados de la Corte Electoral; y   por los Registradores
Auxiliares de los sectores a las respectivas   Registradurías
Municipales, para que sean resueltos por las Comisiones  
Escrutadoras  Principales.  De  los  desacuerdos  y  apelaciones
contra  las  decisiones    de  estas  últimas  conocerán  los
Delegados  de  la  Corte  Electoral.  En  ningún  caso    los
desacuerdos y apelaciones los eximen de la obligación de hacer



los   correspondientes cómputos de votos. 

  Si las Comisiones Escrutadoras Municipales y las Auxiliares
encontraren  fundadas    las  reclamaciones,  procederán  a
corregir el error en los casos de los ordinales   1o. y 2o., y
se abstendrán de computar los votos correspondientes en los
demás   casos; si no encontraren fundadas las reclamaciones,
las rechazarán, todo   mediante resolución motivada. 

  Artículo 45. Diez (10) días comunes después de la fecha
fijada para los   escrutinios municipales se iniciarán en la
capital del respectivo Departamento,   a las 9 de la mañana,
los  escrutinios  generales  de  los  votos  emitidos  para   
Presidente  de  la  República,  Senadores,  Representantes,
Diputados, Consejeros   Intendenciales y Comises, tomando como
base las actas válidas de los escrutinios   municipales, de
todo lo cual se levantarán actas que serán firmadas por los  
Delegados  de  la  Corte  Electoral  y  por  los  Delegados  del
Registrador Nacional.   Corresponde también a los Delegados de
la Corte Electoral resolver los   desacuerdos y apelaciones
ocurridos  en  los  escrutinios  municipales,  declarar  la   
elección y expedir las correspondientes credenciales de los
Senadores,    Representantes,  Diputados,  Consejeros
Intendenciales  y  Comises  de  las    respectivas
circunscripciones, para lo cual procederán, en lo pertinente,
como   está dispuesto en el artículo anterior. 

  Parágrafo. De las apelaciones que se concedan conocerá la
Corte Electoral, en   cuyo caso uno de los Delegados del
Registrador  Nacional  conducirá  a  ésta  los    respectivos
pliegos y documentos. 

  Artículo  46.  Las  comisiones  auxiliares  encargadas  de
escrutar los votos emitidos   en el sector y las Comisiones
Escrutadoras Municipales según sea el caso podran   verificar,
a petición de los candidatos, o de los representantes de éstos
el   recuento de los votos emitidos en la respectiva urna. La
solicitud de recuento   de voto deberá presentarse en forma



verbal o escrita para cada una en particular   y en forma
razonable. 

  La Comisión deberá acceder a la solicitud cuando en las
actas de los jurados de   votación aparezca notoria diferencia
entre  los  votos  de  los  candidatos  a  las    distintas
corporaciones públicas y que pertenezcan a la misma agrupación
o   movimiento político. Tampoco podrá negar la Comisión la
solicitud, cuando en las   actas de los jurados de votación
aparezcan tachaduras o enmendaduras o haya   razonada duda
sobre la exactitud de los cómputos hechos por los encargados
de    las  mesas  de  votación  o  noticias  de  otras
irregularidades.  

  Artículo 47. En caso de apelación que impugne la elección de
uno o más   Concejales, la Comisión Escrutadora Municipal se
abstendrá de expedir las   credenciales de éstos y remitirá
todos los documentos y las actas pertinentes a   los Delegados
de  la  Corte  Electoral  para  que  se  resuelva  el  asunto,  y
expidan   las credenciales a quienes correspondan, quedando
agotada la vía gubernativa.  

  Artículo  48.  En  los  escrutinios  municipales  y
departamentales  no  se  concederán    recursos  de  apelación
contra las decisiones en ellos tomadas que no se funden  
directamente en alguna de las causales contempladas en el
artículo 44 de esta   Ley. Tampoco se aceptarán reclamos y
apelaciones que no sean formulados en el   acto mismo de los
correspondientes escrutinios. 

  Artículo 49. En los escrutinios municipales, departamentales
y  en  los    practicados  por  la  Corte  Electoral,  sólo  se
apreciarán  las  pruebas  que  integran    el  correspondiente
proceso electoral. 

  Artículo 50. No son recusables los Magistrados de la Corte
Electoral, sus   Delegados, los Miembros de las Comisiones
Escrutadoras y los Jurados de   Votación. 



  Artículo 51. Los cargos de Delegados de la Corte Electoral
son de forzosa   aceptación. Los que no concurran a desempeñar
sus funciones, pagarán una multa   de quince mil pesos ($
15.000.00) que será impuesta por la Corte Electoral a   favor
de la Registraduría Nacional del Estado Civil. Cuando los
Delegados sean   funcionarios o empleados públicos, la multa
se pagará mediante sucesivos   descuentos que hará el pagador
respectivo, de un diez por ciento (10%) del   sueldo mensual
que devengue el sancionado. La Corte Electoral podrá exonerar
del   pago de la referida multa a quien compruebe que su
incumplimiento se debió a   alguna de las causas señaladas en
el artículo 42 de esta Ley, siempre y cuando   las acredite
dentro  del  término  y  en  la  forma  prevista  en  la  misma
disposición.   Contra la decisión de la Corte no cabe recurso
gubernativo alguno.

  CAPITULO VI

  De los delitos contra el sufragio.

  Artículo 52. El que por medio de violencia o maniobra
engañosa  perturbe  o  impida    una  votación  pública,  o  el
escrutinio de la misma, incurrirá en prisión de uno a   seis
años. 

  Artículo 53. El que mediante violencia o maniobra engañosa,
impida  a  un  elector    ejercer  su  derecho  de  sufragio,
incurrirá  en  prisión  de  seis  meses  a  cuatro    años.  

  Artículo 54. El que mediante violencia o maniobra engañosa
obtenga  que  un    elector  vote  por  determinado  candidato,
partido o corriente política, o lo haga   en blanco o se
abstenga  de  hacerlo  incurrirá  en  prisión  de  seis  meses  a
cuatro   años. 

  Artículo 55. El que pague dinero, entregue dádiva o haga
promesa de beneficio   personal a un elector para que consigne
su  voto  en  favor  de  determinado    candidato,  partido  o
corriente política, vote en blanco o se abstenga de   hacerlo,



incurrirá en prisión de uno a cinco años y multa de diez mil a
  cincuenta mil pesos. El elector que acepte el dinero, la
dádiva o la oferta, con   los fines señalados en el inciso
precedente, incurrirá en arresto de seis meses   a dos años. 

  Artículo 56. El que suplante a otro elector, o vote más de
una vez o sin derecho   consigne su voto en una elección,
incurrirá en prisión de seis meses a tres   años. 

  Artículo 57. El que falsifique, altere, sustraiga, destruya,
suprima, oculte o   sustituya registro electoral o papeleta de
votación depositada por un elector,   incurrirá en prisión de
uno a ocho años. 

  Artículo 58. El que por medio distinto de los señalados en
el artículo anterior,   altere el resultado de una votación,
incurrirá en prisión de uno a cinco años.  

  Artículo 59. El que haga desaparecer o retenga cédula de
ciudadanía con fines   electorales o dolosos incurrirá en
prisión de seis meses a tres años. 

  Artículo 60. Cuando la conducta descrita en los artículos
anteriores se   realizare por miembros de una corporación
electoral, o por quien tuviere   cualquier carácter, posición
o cargo que le dé particular autoridad sobre el   elector o lo
impulse a depositar en él su confianza, o cuando obre por
interés   personal, la respectiva pena se aumentará en una
tercera parte. 

  Parágrafo 1º.-Las autoridades y los miembros de las Fuerzas
Armadas  que    sorprendan  a  alguien  en  la  comisión  de
cualquiera de los hechos delictuosos   contemplados en este
capítulo  procederán  de  inmediato  a  aprehender  a  los   
infractores  y  a  ponerlos  a  órdenes  de  los  funcionarios
judiciales  competentes    para  que  adelanten  las
correspondientes  investigaciones.  

  Parágrafo 2º.-Facúltase al Presidente de la República, por



el término de noventa   días a partir de la vigencia de esta
Ley,  para  establecer  un  procedimiento  breve    y  sumario
tendiente a sancionar los delitos en ella contemplados.

  CAPITULO VII

  Disposiciones generales.

  Artículo 61. La Registraduría Nacional del Estado Civil
reglamentará la   inscripción de los ciudadanos colombianos en
el exterior, en orden a facilitar   la misma, procurando que
por los funcionarios del respectivo consulado o agencia  
diplomática  se  establezcan  puestos  móviles  que  abarquen
distintos sectores. De   igual manera podrán descentralizarse
las mesas de votación y se agilizará la   cedulación en el
exterior. Para efectos tanto de la inscripción, como de la  
votación, el pasaporte vigente del ciudadano colombiano en el
exterior puede   suplir la cédula de ciudadanía. 

  Artículo 62. A partir del debate electoral de 1980, los
censos electorales de   los antiguos municipios anexados al
Distrito Especial de Bogotá, pasarán a   formar parte del
censo electoral de Bogotá, Distrito Especial. 

  Artículo 63. Las personas que posean cédula de ciudadanía
expedida en   corregimientos o inspecciones de policía que
hayan pasado o pasen a integrar un   nuevo municipio podrán
votar en cualquier lugar de éste, sin necesidad de previa  
inscripción. 

  Artículo 64. El número de identificación adjudicado a las
personas por el   Servicio Nacional de Inscripción, no se
asignará a la cédula de ciudadanía. En   consecuencia, la
Registraduría Nacional del Estado Civil aplicará, para el  
mencionado  documento,  el  sistema  de  cupos  numéricos
establecido  por  el  Decreto    2864  de  1952.  

  Artículo  65.  El  Registrador  Nacional  del  Estado  Civil
fijará, con aprobación de   la Corte Electoral, el precio del



juego  de  fotografías  que  tomen  los  empleados    de  dicha
entidad para la cédula de ciudadanía. 

  Artículo  66.  Los  notarios  públicos  y  los  funcionarios
encargados  del  Registro    Civil  de  las  personas  están
obligados a enviar a la Registraduría Nacional del   Estado
Civil copias auténticas de los registros civiles de defunción,
dentro de   los quince (15) días siguientes a ésta, para que
se cancele la cédula de   ciudadanía correspondiente a la
persona fallecida 

  Artículo 67. Las fuerzas armadas enviarán a la Registraduría
Nacional  del  Estado    Civil  hasta  90  días  antes  de  las
elecciones con carácter reservado la lista del   personal de
oficiales, suboficiales y miembros de las distintas armas a
efecto   de que sean dados de baja los números de su cédula en
el censo electoral para la   elección correspondiente. El
Ministerio de Justicia, por conducto de la   Dirección General
de Prisiones, enviará también a la Registraduría Nacional del
  Estado Civil, con carácter reservado las listas del personal
de guardianes de   las cárceles para que se les dé de baja en
el censo electoral, y lo mismo la   Dirección General de
Aduanas  y  las  Secretarías  de  Hacienda  Departamentales   
respecto  de  los  guardas  de  aduana  y  de  rentas
departamentales.  

  Artículo 68. Los partidos políticos podrán utilizar todos
los medios legales de   publicidad y de comunicación social y
ninguna persona podrá ser detenida durante   el desarrollo de
esa actividad, ni decomisados los elementos empleados para esa
  labor. 

  Artículo  69.  Los  delegados  del  Gobierno  Nacional,
Departamental,  Intendencial  o    Comis,  encargados  de
supervigilar el normal desarrollo de las elecciones que  
deban desplazarse de su domicilio podrán votar en el lugar en
que estén   cumpliendo su misión en cualquier mesa presentando
su cédula y la credencial que   lo acredita como tal. Los



jurados de votación harán constar en los registros   donde se
escriben los nombres de los votantes esa calidad. 

  Artículo 70. En los casos de interdicción en el ejercicio de
funciones y   derechos públicos por sentencia condenatoria, la
rehabilitación se operará de   derecho al haberse cumplido la
pena principal, teniendo en cuenta las rebajas de   pena a que
hubiere tenido derecho. El rehabilitado, para que su cédula
sea   reincorporada en los censos electorales, dirigirá una
petición al Registrador   Nacional del Estado Civil a través
del  Registrador  Municipal  de  su  domicilio  a    la  cual
acompañará un certificado del juez de la causa con el que
compruebe el   hecho de haber pagado dicha pena. 

  Artículo 71. A partir del 1º de enero de 1978 el valor de la
expedición del   duplicado de la cédula de ciudadanía será de
cincuenta pesos ($ 50.00). 

  Artículo 72. Los ingresos por éste y los demás conceptos
contemplados en esta   Ley serán destinados al presupuesto de
la Registraduría Nacional del Estado   Civil. Estos valores se
incluirán  en  su  presupuesto  adicional  para  atender  el   
crecimiento  de  dicho  organismo  y  especialmente  por  la
construcción de edificios   donde funcionarán las oficinas
electorales  de  la  República.  Los  anteriores    recaudos
ingresarán a la Pagaduría de la Registraduría Nacional del
Estado    Civil,  previa  reglamentación  de  la  Contraloría
General de la República. 

  Artículo 74. Las urnas deberán ser construidas en material
transparente y su   costo será sufragado por la Registraduría
Nacional del Estado Civil. Autorízase   a la Registraduría
Nacional del Estado Civil para implantar gradualmente esta  
nueva  urna  comenzando  en  las  elecciones  de  1978  con  la
utilización de ellas en   las ciudades que tengan más de
100.000 cédulas vigentes. 

  Artículo 75. El Gobierno Nacional, de acuerdo con la Corte



Electoral y la   Registraduría Nacional del Estado Civil,
reglamentará, en lo pertinente, las   disposiciones de esta
Ley. 

  Artículo  76.  Esta  Ley  regirá  desde  su  promulgación  y
modifica o deroga las   disposiciones que le sean contrarias. 

  Dada en Bogotá, D. E., a 27 de abril de mil novecientos
setenta y siete (1977).

  El Presidente del honorable Senado de la República, EDMUNDO
LOPEZ  GOMEZ.  El    Presidente  de  la  honorable  Cámara  de
Representantes, ALBERTO SANTOFIMIO BOTERO.   El Secretario
General del honorable Senado de la República, Amaury Guerrero.
El    Secretario  General  de  la  honorable  Cámara  de
Representantes,  Ignacio  Laguado    Moncada  

  República de Colombia-Gobierno Nacional.

  Bogotá, D.E., a 13 de mayo de 1977.

  Publíquese y ejecútese.

  ALFONSO LOPEZ MICHELSEN

  El Ministro de Gobierno,  

Rafael Pardo Buelvas.  

El Ministro de Justicia,  

César   Gómez Estrada.          



LEY 38 DE 1977
                         

LEY 38 DE 1977

  (Diciembre 5)

  Por la cual se hacen unos contracréditos y se abren unos
créditos adicionales en   el Presupuesto de Gastos de la
vigencia fiscal de 1977 (Ministerio de Gobierno,   Hacienda y
Crédito  Público,  Desarrollo  Económico,  Educación,  Minas  y
Energía y   Salud), por $130.509.670.86.

  El Congreso de Colombia

  DECRETA:  

Artículo  1º.-Hácense  los  siguientes  contracréditos  en  el
Presupuesto de Gastos   de la vigencia fiscal de 1977, con
base en los certificados de disponibilidad   números 94, 101,
102, 106, 107, 108, 109, 110, 112 y 113 de 1977, expedidos por
  la Contraloría General de la República:

  Debido a lo extenso de esta Ley se omite su publicación y se
informa que el   texto completo se encuentra publicado en el
Diario Oficial No. 34932 de   diciembre 20 de 1977. Pág. 1097.

  Artículo 3º.-La presente Ley rige desde la fecha de su
sanción.

  Dada en Bogotá, D.E., a … de … de mil novecientos setenta y
siete (1977).

  El Presidente del honorable Senado de la República, EDMUNDO
LÓPEZ  GOMEZ,  el    Presidente  de  la  honorable  Cámara  de
Representantes, ALBERTO SANTOFIMIO BOTERO,   el Secretario
General del honorable Senado de la República, Amaury Guerrero,
El    Secretario  General  de  la  honorable  Cámara  de
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Representantes,  Ignacio  Laguado    Moncada.

  República de Colombia- Gobierno Nacional

  Bogotá, D.E., a 5 de diciembre de 1977.

  Publíquese y ejecútese.

  ALFONSO LÓPEZ MICHELSEN

  El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

  Alfonso Palacio Rudas          

LEY 52 DE 1977
                           

LEY 52 DE 1977 

  (diciembre 23)

  Por la cual se dictan disposiciones para la aplicación de
las normas   sustanciales tributarias de competencia de la
Dirección de Impuestos Nacionales   y se reviste al Presidente
de la República de facultades extraordinarias.

  Nota: Derogada parcialmente por la Ley 75 de 1986.

  El Congreso de Colombia

  DECRETA:

     

CAPITULO I
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  Artículo 1º.-La obligación tributaria sustancial se origina
al realizarse el   presupuesto o los presupuestos previstos en
la ley como generadores del impuesto   y ella tiene por objeto
el pago del tributo. 

  Artículo 2º.-Son contribuyentes o responsables directos del
pago del tributo los   sujetos respecto de quienes se realiza
el hecho generador de la obligación   sustancial y deberán
cumplir los deberes formales señalados en la ley o en el  
reglamento, personalmente o por medio de sus representantes, y
a  falta  de  éstos,    por  el  administrador  del  respectivo
patrimonio. 

  Artículo 3º.-Responden con el contribuyente por el pago del
tributo: 

  a) Los herederos y los legatarios, por las obligaciones del
causante y de la   sucesión ilíquida, a prorrata de sus
respectivas cuotas hereditarias o legados y   sin perjuicio
del beneficio de inventario; 

  b) Los socios de sociedades disueltas, hasta concurrencia
del valor recibido en   la liquidación social; 

  c)  La  sociedad  absorbente  respecto  de  las  obligaciones
tributarias incluidas en   el aporte de la absorbida; 

  d) Las sociedades subordinadas, solidariamente entre sí y
con su matriz   domiciliada en el exterior que no tenga
sucursal en el país, por las   obligaciones de ésta; 

  e)  Los  titulares  del  respectivo  patrimonio  asociados  o
copartícipes,   solidariamente entre sí, por las obligaciones
de los entes colectivos sin   personalidad jurídica; 

  f) El cónyuge cedente, solidariamente con el cesionario, por
el impuesto que   corresponda a la suma cedida en cabeza de
éste. Dicho impuesto se establecerá   previo descuento del que
grave las rentas propias del cesionario. 



  Artículo 4º.-Son agentes de retención o de percepción, las
personas naturales o   jurídicas o las entidades de derecho
público  que  por  sus  funciones  intervengan    en  actos  u
operaciones  en  los  cuales  deben,  por  expresa  disposición
legal,    efectuar  la  retención  o  percepción  del  tributo
correspondiente. 

  Artículo 5º.-Efectuada la retención o percepción, el agente
es  el  único    responsable  ante  el  Fisco  por  el  importe
retenido o percibido, salvo en los   casos siguientes, en los
cuales habrá responsabilidad solidaria: 

  a)  Cuando  haya  vinculación  económica  entre  retenedor  y
contribuyente. Para este   efecto, existe tal vinculación
entre  las  sociedades  de  responsabilidad  limitada    y
asimiladas y sus socios o copartícipes. En los demás casos,
cuando quien   recibe el pago posea el cincuenta por ciento
(50%) o más del patrimonio neto de   la empresa retenedora o
cuando dicha proporción pertenezca a personas ligadas   por
matrimonio  o  parentesco  hasta  el  segundo  grado  de
consanguinidad  o  afinidad;   

  b) Cuando el contribuyente no presenta a la administración
el respectivo   comprobante dentro del término indicado al
efecto, excepto en los casos en que   el agente de retención
haya demorado su entrega. 

  Artículo 6º.-No realizada la retención o percepción, el
agente  responderá    solidariamente  por  la  suma  que  está
obligado a retener o percibir, sin perjuicio   de su derecho
de reembolso contra el contribuyente, cuando aquél satisfaga
la   obligación. Las sanciones o multas impuestas al agente
por el incumplimiento de   sus deberes serán de su exclusiva
responsabilidad. 

  Artículo 7º.-La acción para exigir el pago del tributo
prescribe en el término   de cinco (5) años contados a partir
de la fecha de vencimiento del plazo para el   pago. La



prescripción de la acción de cobro del tributo comprende las
sanciones    que  se  determinen  conjuntamente  con  aquel  y
extingue el derecho de los intereses   y sanción por mora. La
prescripción podrá decretarse de oficio o a solicitud del  
deudor. 

  Artículo 8º.-El término de la prescripción a que se refiere
el artículo anterior   se interrumpe: 

  1º. Por la notificación personal del mandamiento del pago. 

  2º. Por el otorgamiento de prórrogas u otras facilidades de
pago. Interrumpida   la prescripción principiará a correr de
nuevo  desde  el  día  siguiente  a  la    notificación  del
mandamiento ejecutivo o a la fecha del acuerdo de pago. 

  Artículo 9º.-El término de la prescripción a que se refiere
el artículo 7º se   suspende durante el trámite de impugnación
en vía administrativa o   jurisdiccional, desde la fecha de
interposición del primer recurso o acción,   hasta aquella en
que  adquiera  firmeza  la  resolución  o  sentencia
correspondiente.   

  Artículo  10.-Lo  pagado  para  satisfacer  una  obligación
prescrita no puede ser   materia de repetición, aunque el pago
se hubiere efectuado sin conocimiento de   la prescripción. 

  Artículo 11.-En los procesos judiciales o administrativos de
liquidación, el   juez, funcionario administrativo, síndico o
liquidador, están obligados a   proveer a la efectividad del
crédito tributario, con la prelación que le asigna   la ley, y
para tal efecto deberán: Requerir mediante oficio entregado  
personalmente  al  Administrador  Regional  de  Impuestos
correspondiente  al  lugar    donde  se  adelante  el  proceso,
información  sobre  las  deudas  líquidas  a  cargo  del   
contribuyente, inclusive las de plazo no vencido, antes de
proceder al   reconocimiento y graduación de créditos y con
antelación no inferior al término   señalado en el respectivo
proceso para que los acreedores se hagan parte. La   demora en



la respuesta no afecta los privilegios del crédito tributario,
los   cuales se harán efectivos de acuerdo con lo que figure
en el respectivo balance,   cuando aquella no se hubiere
producido con anterioridad a la fecha en que se   notifique el
acto de reconocimiento y graduación. 

  Artículo 12. Durante el trámite de los procesos de que trata
el artículo   anterior, el deudor o el administrador de sus
bienes  pagarán  las  obligaciones    tributarias  comunicadas
antes  o  después  de  dicha  notificación,  con  las  sumas   
líquidas  de  que  disponga  y  sin  perjuicio  de  la  prelación
establecida en la ley.   Si no hubiere disponibilidad, dichas
obligaciones  se  cancelarán  con  el  producto    de  las
enajenaciones  hechas  dentro  de  la  ejecución  de  los  actos
tendientes a   cubrir el pasivo. En este evento, los créditos
comunicados con posterioridad a   la fecha de la notificación
referida, deberán hacerse efectivos sobre el   remanente que
resulte de la liquidación, sin perjuicio de las acciones del
Fisco   contra el deudor. Sin detrimento de la mencionada
prelación, cuando se halle en   suspenso la exigibilidad de
una liquidación oficial deberán efectuarse las   reservas
correspondientes, las cuales se depositarán en la respectiva  
Administración o en un banco, a la orden de ésta. 

  Artículo 13. Lo dispuesto en los artículos anteriores se
aplicará en lo   procedente, en todos los casos de liquidación
del  patrimonio  de  los  entes    colectivos,  con  o  sin
intervención  de  funciones  públicas.  

  Artículo 14. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público,
por medio de   resoluciones que suscribirán el Ministro de
Hacienda, el Secretario General y el   Director General de
Impuestos Nacionales, podrá conceder plazos de pago hasta  
por 5 años, buscando que los plazos más amplios se otorguen a
aquellos deudores   de menores recursos y siempre y cuando el
deudor ofrezca garantías reales   satisfactorias. Concedido el
plazo, se congelarán los intereses de mora desde la   fecha
del acuerdo de pago y los que se causen durante el lapso que



comprenda   dicho acuerdo, se liquidarán a la tasa señalada
para los intereses corrientes.   El Gobierno podrá aceptar
garantías personales cuando la cuantía de la deuda no   sea
superior a $ 200.000.00 moneda legal. Asimismo, el Gobierno
aumentará anual   y acumulativamente la cifra anterior en el
porcentaje que establezcan las leyes   tributarias. Mientras
el deudor pague cumplidamente las cuotas fijadas en el  
acuerdo, tendrá derecho a certificado de paz y salvo. Si deja
de pagar   oportunamente alguna de dichas cuotas o cualquiera
otra obligación surgida   posteriormente, quedará sin vigencia
el  acuerdo  y  se  hará  efectiva  la  garantía,    hasta
concurrencia del saldo de la deuda garantizada, a través de la
  jurisdicción  coactiva.  Parágrafo.  Los  acuerdos  así
efectuados cuya garantía sea   de más de un millón de pesos,
serán publicados en un diario de circulación   nacional a
costa del beneficiario.

  CAPITULO II

  Declaración tributaria.

  Artículo 15. La declaración tributaria deberá contener la
información   indispensable para identificar al contribuyente
y  para  establecer  correctamente    el  tributo.  Dicha
declaración  constará  de  los  siguientes  documentos:  

  a) El formulario; 

  b) Los anexos oficiales que contienen informaciones exigidas
por  las  normas    específicas  de  cada  tributo  o  por  los
reglamentos, para la aceptación de datos   básicos; 

  c) Los comprobantes que exija la ley; 

  d) Los anexos complementarios que contienen información
adicional no prevista en   el formulario o en los anexos
oficiales 

  Parágrafo. La declaración tributaria contendrá, asimismo,



una  liquidación    privada  del  valor  de  los  respectivos
impuestos. En una y otra deberán   despreciarse las fracciones
de peso. Si fuere del caso, se incluirá la sanción   por
extemporaneidad. Cuando se adicione o corrija la declaración,
  simultáneamente deberá corregirse la liquidación privada. 

  Artículo 16. No se entenderá cumplido el deber de presentar
la declaración de   renta o de ventas cuando ésta se limite a
consignar  las  bases  que  el    contribuyente  considere
gravables. Para cumplirlo se requiere, además,   especificar
los  factores  necesarios  para  determinar  la  renta  y  el
patrimonio   gravables o las ventas gravables, según el caso. 

  Artículo 17. La Dirección General de Impuestos Nacionales
publicará   periódicamente un formulario simplificado para uso
de las personas que, no   estando legalmente obligadas a
hacerlo,  desean  presentar  declaración  tributaria.    Esta
declaración reemplaza la juramentada de que trata el ordinal
3º del   artículo 111 del 

  Decreto 165 de 1961. 

  Artículo 18. Las declaraciones deberán ser presentadas en
los formularios y   anexos oficiales, o, en su defecto, en
formularios y anexos que contengan la   misma información,
títulos, códigos y espacios para uso oficial, dispuestos del  
mismo  modo,  los  cuales  se  consideran  como  oficiales.  El
Director General de   Impuestos Nacionales podrá autorizar la
recepción  de  declaraciones  no    consignadas  en  dichos
formularios cuando sea imposible su obtención en   determinado
lugar. 

  Artículo  19.  Los  formularios  contendrán  dos  clases  de
datos: 

  a) Básicos: aquellos que conforman la declaración de los
hechos generadores de   la obligación en cada tributo y las
informaciones necesarias para determinar   correctamente las
bases gravables y liquidar el impuesto correspondiente; 



  b) Derivados: aquellos que pueden ser calculados una vez
conocidos los datos   básicos del formulario. 

  Parágrafo. Unos y otros se identificarán con claridad en los
formularios con el   objeto de guiar al declarante. 

  Artículo 20. Es función del Ministerio de Hacienda y Crédito
Público  fijar  los    plazos  para  la  presentación  de  las
declaraciones y el pago de las liquidaciones   privadas, por
vía general. Al efecto, podrá fijar diferentes fechas por
grupos   de declarantes. 

  Artículo 21. Las declaraciones corresponderán al período o
ejercicio gravable.   Respecto del impuesto sobre las ventas,
el reglamento podrá establecer una sola   declaración para
varios períodos gravables, con pagos y devoluciones mensuales
  si  es  del  caso.  Cuando  un  contribuyente  solicita  la
devolución del impuesto   sobre las ventas y la Administración
sólo reconozca la devolución parcial de lo   solicitado, la
parte aceptada será entregada al contribuyente y sobre el
saldo    rechazado  éste  tendrá  derecho  a  solicitar  la
devolución  mediante  un    procedimiento  breve.  

  Artículo  22.  En  los  casos  de  liquidación  durante  el
ejercicio, el año concluye   en las siguientes fechas: 

  a) Sucesiones ilíquidas: en la de ejecutoria de la sentencia
que apruebe la   partición o adjudicación; 

  b) Personas jurídicas: en la fecha en que se efectúe la
aprobación de las   respectivas actas de liquidación, cuando
estén sometidas a la vigilancia del   Estado; 

  c) Personas jurídicas no sometidas a la vigilancia estatal,
sociedades de hecho   y comunidades organizadas: en la fecha
en que finaliza la liquidación, de   conformidad con el último
asiento  de  cierre  de  la  contabilidad;  cuando  no  estén   
obligados  a  llevarla,  en  aquella  en  que  terminan  las
operaciones,  según    documento  de  fecha  cierta.  



  Artículo 23. Dentro de los seis (6) meses siguientes al
vencimiento del plazo   establecido para la presentación de
cada declaración, podrán modificarse los   datos básicos del
formulario. Cuando la enmienda implique disminución de las  
bases gravables o aumento de los créditos, el contribuyente
deberá demostrar los   hechos que la justifiquen, salvo la
corrección de errores literales o numéricos.   Vencido el
término anterior, sólo se aceptarán adiciones que impliquen
aumento    de  las  bases  gravables  o  disminución  de  los
créditos. Cuando la modificación sea   espontánea, la sanción
por inexactitud se reducirá a una quinta parte. 

  Parágrafo. Se entiende por modificación espontánea la que se
efectúe antes de   practicarse requerimiento, citación o auto
que ordene inspección contable. 

  Artículo 24. El contribuyente que renuncie al término de
adición que consagra el   artículo anterior disfrutará de un
descuento del 1% del impuesto correspondiente   al respectivo
ejercicio según su liquidación privada, sin perjuicio de las  
adiciones que impliquen aumento de las bases gravables o del
tributo. 

  Parágrafo. Las comunicaciones escritas, presentadas dentro
de los plazos   señalados en el artículo 23, que contengan
simples aclaraciones, acompañen   certificados o comprobantes,
que no modifiquen los datos básicos, o el monto de   la
obligación tributaria de la declaración privada ni a favor ni
en contra del   fisco o del contribuyente, no se considerarán
como adiciones para los efectos de   los términos señalados en
el artículo 41 de esta Ley. 

  Artículo  26.  El  declarante  podrá  ampliar  con  anexos
complementarios, datos   solicitados en el formulario y anexos
oficiales  cuando  los  espacios  destinados    en  éstos  sean
insuficientes o inadecuados. 

  Artículo 27. Constituye inexactitud la declaración de datos



básicos falsos,   incompletos o inexistentes o la omisión de
los que debieron denunciarse. No se   configura inexactitud
cuando el menor impuesto que hubiera podido resultar se  
derive de errores de apreciación ni de las diferencias de
criterio  entre  las    oficinas  de  impuestos  y  los
contribuyentes, relativos a la interpretación del   derecho
aplicable, siempre que los hechos y cifras denunciados sean
completos y   verdaderos. 

  Artículo 28. La sanción por inexactitud será equivalente al
doscientos por   ciento (200%) de la diferencia entre el
impuesto  que  hubiere  podido  resultar  de    no  haberse
establecido  la  inexactitud  y  el  impuesto  liquidado.  

  Artículo 29. Cuando no se presente declaración tributaria y
se practique   liquidación de aforo, se aplicará una sanción
calculada sobre el valor del   impuesto liquidado, equivalente
al 300%, 400%, 500% y 600%, según tal aforo se   practique
dentro del segundo, tercero, cuarto o quinto año a partir de
la fecha   en la cual debió presentarse la declaración

  CAPITULO III

  Determinación del tributo.

  Artículo 30. La Administración Tributaria tiene amplias
facultades de   fiscalización e investigación para asegurar el
efectivo cumplimiento de las   normas sustanciales. Para tal
efecto podrá: 

  a) Verificar la exactitud de las declaraciones u otros
informes, cuando lo   considere necesario; 

  b) Adelantar las investigaciones que estime convenientes
para  establecer  la    ocurrencia  de  hechos  generadores  de
obligaciones tributarias, no declarados; 

  c) Citar o requerir al contribuyente o a terceros para que
rindan informes o   contesten interrogatorios; 



  d) Exigir del contribuyente o de terceros la presentación de
documentos que   registren sus operaciones cuando unos u otros
estén obligados a llevar libros   registrados; 

  e) En general, efectuar todas las diligencias necesarias
para la correcta y   oportuna determinación de los impuestos,
facilitando al contribuyente la   aclaración de toda duda u
omisión que conduzca a una correcta determinación. 

  Artículo 31. Los funcionarios públicos, con atribuciones y
deberes que cumplir   en relación con la liquidación y recaudo
de los impuestos nacionales, deberán   tener siempre por norma
en  el  ejercicio  de  sus  actividades  que  son  servidores   
públicos, que la aplicación recta de las leyes deberá estar
presidida por un   relevante espíritu de justicia, y que el
Estado no aspira a que al contribuyente   se le exija más de
aquello con lo que la misma ley ha querido que coadyuve a las
  cargas públicas de la Nación. 

  Artículo 32. La terminación de tributos y la imposición de
sanciones  deben    fundarse  en  los  hechos  que  aparezcan
demostrados en el respectivo expediente,   por los medios de
prueba señalados en las leyes tributarias o en el Código de  
Procedimiento  Civil,  en  cuanto  éstos  sean  compatibles  con
aquéllos. Su idoneidad   depende, en primer término, de las
exigencias  que  para  establecer  determinados    hechos
preceptúen las leyes tributarias o las leyes que regulan el
hecho por   demostrarse y a falta de una y otras, de su mayor
o menor conexión con el hecho   que trata de probarse y del
valor de convencimiento que pueda atribuírseles de   acuerdo
con las reglas de la sana crítica. 

  Artículo 33. Se consideran ciertos los hechos consignados en
las declaraciones   tributarias, en las adiciones a las mismas
o en las respuestas a requerimientos   administrativos, cuando
no se haya solicitado una comprobación especial ni la   ley la
exija. 



  Artículo  34.  Los  requisitos  y  pruebas  correspondientes
deberán cumplirse o   presentarse junto con la declaración o
sus adiciones cuando la ley lo exija. Si   no existe tal
exigencia,  con  la  respuesta  a  los  requerimientos
administrativos    previstos  en  la  presente  Ley.  

  Artículo 35. Los contribuyentes podrán invocar como prueba
documentos expedidos   por las Oficinas de Impuestos, siempre
que se individualicen y se indique su   fecha, número y
oficina que los expidió. 

  Artículo 36. Los hechos consignados en las declaraciones de
terceros,  o  en    respuestas  de  éstos  requerimientos
administrativos relacionados con obligaciones   tributarias
del contribuyente, se tendrán como testimonio, sujeto a los  
principios de publicidad y contradicción de la prueba. Cuando
el contribuyente   invoque tales testimonios, éstos surtirán
efectos, siempre y cuando las   declaraciones o respuestas se
hayan presentado antes de haber mediado   requerimiento o
practicado liquidación a quien los aduzca como prueba. 

  Artículo 37. La Administración podrá ordenar la exhibición y
examen parcial o   general de los libros, comprobantes y
documentos del contribuyente legalmente   obligado a llevar
contabilidad para verificar la exactitud de las declaraciones
  o  para  establecer  la  existencia  de  hechos  gravables
declarados o no. La negativa   del contribuyente a exhibir sus
libros, comprobantes o documentos de   contabilidad, se tendrá
como  indicio  en  su  contra  y  no  podrá  invocarlos   
posteriormente como prueba en su favor. Para tal efecto se
presume que existen   dichos documentos, en todos los casos en
que la ley impone la obligación de   llevarlos. Los libros de
contabilidad  del  contribuyente  obligado  a  llevarlos,   
debidamente  registrados,  constituyen  prueba  en  su  favor,
siempre que se lleven   en la forma ordenada por la ley. 

  Artículo 38. La Administración Tributaria podrá corregir los
errores aritméticos   cometidos en los datos derivados, dentro



del  término  establecido  para  practicar    liquidación  de
revisión. Esta corrección comprenderá también los porcentajes
y   cantidades que habiendo sido prefijados por la ley sin
dejar libertad para   modificarlos o excederlos, se hubieran
omitido o modificado. 

  Artículo 39. Si con motivo de las correcciones previstas en
gravamen fuere   superior al de la liquidación privada, el
contribuyente deberá cancelar la   diferencia, junto con los
intereses por mora a que haya lugar desde la fecha de  
exigibilidad de las respectivas cuotas. Si fuera inferior, la
diferencia  se    devolverá  al  contribuyente,  previas  las
comprobaciones a que haya lugar. 

  Artículo 40. Los errores aritméticos cometidos en perjuicio
del contribuyente,   al efectuar la corrección aquí prevista,
serán corregibles de oficio o a   solicitud del interesado en
cualquier tiempo. 

  Artículo 41. Dentro de los dos (2) años inmediatamente
posteriores a la fecha de   presentación de la declaración o
de la última adición, la Administración podrá   modificar las
liquidaciones privadas, por una sola vez, mediante liquidación
de   revisión siguiendo el proceso de determinación que se
establece en los artículos   siguientes. En el mismo acto se
impondrán las sanciones que deben aplicar se   conjuntamente
con la liquidación del tributo. 

  Artículo 42. Antes de efectuar la liquidación de revisión,
la Administración   enviará al contribuyente, por una sola
vez, un requerimiento especial que   contenga todos los puntos
que se propone modificar, con explicación de las   razones en
que se sustenta. Serán nulas: las liquidaciones de revisión  
practicadas sin que medie el requerimiento especial de que
trata este artículo.  

  Artículo  43.  Dentro  del  plazo  de  tres  (3)  meses,  el
contribuyente deberá   formular por escrito sus objeciones,



presentar  pruebas,  solicitar  las  que    requieran  ser
practicadas  por  la  Administración  y  cumplir  requisitos
formales   omitidos. En este escrito, el contribuyente deberá
informar su dirección para   efectos de las notificaciones
hasta la culminación del proceso de determinación.   Si no lo
hiciere, se tendrá en cuenta la registrada o informada por el
  contribuyente con anterioridad al requerimiento mencionado
en  este  artículo.  Los    cambios  de  dirección  deberán
comunicarse por escrito a la Oficina que esté   conociendo del
proceso. 

  Artículo 44. Si el contribuyente no formula objeciones al
requerimiento  dentro    del  plazo  fijado  en  el  artículo
anterior, se le practicará la liquidación de   revisión. Si de
los hechos aceptados por el contribuyente en la respuesta al  
requerimiento escrito resulta un mayor valor del impuesto, la
sanción por   inexactitud a que hubiere lugar respecto de la
suma aceptada se rebajará en un   cincuenta por ciento (50%). 

  Artículo 45. Recibida la respuesta o vencido el término para
responder el   requerimiento, el informativo pasará a otro
funcionario de igual o mayor   jerarquía, escogido por sorteo
a  fin  de  que  practique  la  liquidación  de    revisión,  o
confirme la liquidación privada, según el caso. Si a juicio de
este   funcionario el requerimiento debe ser ampliado, así lo
notificará  al    contribuyente  y  ordenará  las  pruebas  que
estime necesarias. El plazo para la   respuesta no podrá ser
inferior a quince (15) días. 

  Artículo 46. La liquidación de revisión deberá contraerse
exclusivamente a la   declaración del contribuyente y a los
hechos que hubieren sido contemplados en   el requerimiento
especial o en su ampliación si la hubiere. 

  Artículo 47. La liquidación privada quedará en firme si
dentro de los dos (2)   años siguientes a la presentación de
la declaración no se notifica la   liquidación de revisión. 



  Artículo 48. Dentro de los cinco (5) años siguientes al
vencimiento  del  plazo    señalado  para  declarar,  la
Administración podrá determinar la obligación   tributaria al
contribuyente que no haya declarado, mediante liquidación de  
aforo,  previo  emplazamiento.  La  declaración  presentada  con
posterioridad al   emplazamiento no exonera de la sanción de
aforo. 

  Artículo  49.  Las  liquidaciones  de  revisión  y  de  aforo
deberán contener: 

  a) Fecha: en caso de no indicarse, se tendrá como tal la de
su notificación; 

  b) Período gravable a que corresponda; 

  c) Nombre o razón social del contribuyente; 

  d) Número de identificación tributaria; 

  e) Bases de cuantificación del tributo; 

  f)  Monto  de  los  tributos  y  sanciones  a  cargo  del
contribuyente;  

  g) Explicación sumaria de las modificaciones efectuadas en
lo concerniente a la   declaración o de los fundamentos del
aforo; 

  h) Firma o sello del control manual o automatizado. 

  Artículo  50.  Podrán  corregirse  en  cualquier  tiempo,  de
oficio solicitud del   contribuyente, previo examen de los
antecedentes respectivos, los errores de   transcripción que
aparezcan en las liquidaciones de revisión o aforo respecto de
  uno o varios de los factores contenidos en los ordinales a),
b), c) y d) del   artículo anterior. Cuando se corrija la
dirección del contribuyente o cualquiera   de los factores a
que se refiere este artículo, los términos para pagar la  
liquidación corregida y para recurrir contra ésta se contarán



desde la fecha de   su notificación. 

  Artículo 51. Dentro del año siguiente a la notificación de
las liquidaciones de   revisión o de aforo podrán corregirse
de  oficio,  por  una  sola  vez,  los  errores    aritméticos
cometidos respecto de los ordinales e) y f), en favor o en
perjuicio    del  contribuyente.  Cuando  de  la  corrección
oficiosa resulte un mayor tributo, se   tendrá en cuenta la
fecha en que se notifique para efectos de los intereses a  
que haya lugar. 

  Artículo 52. El contribuyente podrá solicitar, en cualquier
tiempo, mientras no   haya ejercitado la acción de revisión
contencioso-administrativa,  la  corrección    de  errores
aritméticos o de transcripción cometidos en las liquidaciones
  oficiales de corrección de la privada, revisión o aforo, o
en las que se   produzcan para corregir tales errores.

  Recurso de reconsideración.

  Artículo 53. Contra las liquidaciones de revisión o de aforo
de  tributos  de    competencia  de  la  Dirección  General  de
Impuestos Nacionales, procede el recurso   de reconsideración,
el cual deberá interponerse ante la Oficina de Recursos  
Tributarios de la Administración de Impuestos Nacionales que
los  hubiere    practicado,  dentro  de  los  dos  (2)  meses
siguientes  a  la  notificación  de  las    mismas.  

  Artículo 54. El recurso de reconsideración deberá cumplir
los siguientes   requisitos: 

  a) Que se formule por escrito con expresión concreta de los
motivos de   inconformidad; 

  b) Que se acredite el pago de la liquidación privada; 

  c) Que se interponga dentro de la oportunidad legal; 

  d) Que se interponga directamente por el contribuyente o se
acredite la   personería si quien lo interpone actúa como



apoderado o representante. Si el   recurrente obra como agente
oficioso,  deberá  acreditar  su  condición  de  abogado,   
economista o contador público y ofrecer prestar caución para
garantizar que la   persona por quien obra ratificará su
actuación, dentro del término de tres (3)   meses. 

  Artículo  55.  Si  el  contribuyente  presenta  todos  los
documentos que permitan   establecer el cumplimiento de los
requisitos señalados en el artículo anterior,   el funcionario
de la oficina de Recursos que reciba el memorial, le expedirá
  constancia  que  así  lo  declare.  En  caso  contrario,  le
señalará un plazo no menor   de 10, ni mayor de 60 días, para
que cumpla los requisitos omitidos. Vencido   éste sin que se
hayan subsanado las omisiones, se dictará auto de inadmisión
del   recurso contra el cual procede reposición que deberá
interponerse dentro de los   diez (10) días siguientes a su
notificación y se resolverá por un funcionario   distinto.
Mediante  este  recurso  no  podrán  cumplirse  los  requisitos
omitidos y el   auto que confirme el anterior, agota la vía
gubernativa. 

  Si no se dictare auto que confirme la inadmisibilidad del
recurso, dentro de los   treinta (30) días siguientes al
vencimiento  del  plazo  para  subsanar  las    omisiones,  se
entenderá que éste ha sido legalmente interpuesto. 

  El término para fallar el recurso se contará a partir de la
fecha en que se   reúnan las condiciones para considerarlo
legalmente interpuesto. 

  Artículo 56. Dentro del término señalado para interponer el
recurso de   reconsideración, deberán alegarse las nulidades
del acto impugnado, en el   escrito de interposición del
recurso o mediante adición del mismo. 

  Artículo  57.  Los  actos  de  liquidación  de  impuestos  y
resolución de recursos,   proferidos por la administración
tributaria, son nulos: 



  1º. Cuando se practiquen por funcionario incompetente; 

  2º. Cuando se omita el requerimiento especial previo a la
liquidación de   revisión o se pretermita el término señalado
para la respuesta, conforme a lo   previsto en la ley, en
tributos  que  se  determinan  con  base  en  declaraciones   
periódicas; 

  3º. Cuando no se notifiquen dentro del término legal; 

  4º. Cuando se omitan las bases gravables, el monto de los
tributos o la   explicación de las modificaciones efectuadas
respecto de la declaración, o de   los fundamentos del aforo; 

  5º.  Cuando  correspondan  a  procedimientos  legalmente
concluidos;  

  6º.  Cuando  adolezcan  de  otros  vicios  procedimentales,
expresamente señalados por   la ley como causal de nulidad. 

  Artículo 58. En cuantía no inferior a trescientos mil pesos
($ 300.000.00), el   gobierno podrá establecer el grado de
consulta  de  la  providencia  que  resuelva  el    recurso  de
reconsideración. 

  Artículo 59. En la etapa de reconsideración el recurrente no
podrá objetar los   hechos por él aceptado en la respuesta al
requerimiento especial a su   ampliación. El funcionario del
conocimiento podrá estimar nuevas pruebas a   solicitud del
contribuyente u ordenarlas de oficio. 

  Artículo 60. Los errores aritméticos o de transcripción en
las providencias   podrán corregirse en la forma prevista para
las liquidaciones de revisión y   aforo. 

  Artículo 61. Todo recurso tributario que haya sido resuelto
en  favor  de  una    sociedad  distinta  de  las  anónimas  o
asimiladas, da lugar a que se modifique la   liquidación
practicada a los socios, de acuerdo con su participación en la
renta   establecida para la sociedad y a las devoluciones o



abonos respectivos. 

  Artículo 62. Los socios o copartícipes de sociedades de
responsabilidad limitada   o asimiladas, podrán solicitar por
vía  de  recurso  de  reconsideración  la  práctica    de  una
liquidación  teórica  de  las  participaciones  que  les
corresponden en razón   de su aporte, cuando la sociedad no
hubiere  interpuesto  recursos  contra  su    correspondiente
liquidación de revisión. 

  Artículo 63. La vía gubernativa quedará agotada en la fecha
en que se notifique   la providencia que resuelva el recurso
de reconsideración, cuando no deba   consultarse; en los casos
en que se halle sometida al grado de consulta, en la   fecha
de notificación de la providencia que la resuelva.

  CAPITULO V

  Notificaciones y términos.

  Artículo 64. Los contribuyentes informarán su dirección en
sus declaraciones   tributarias o en formas especialmente
diseñadas al efecto por la Dirección   General de Impuestos
Nacionales. 

  Artículo 65. Una dirección continuará siendo válida para
efectos tributarios   durante los tres (3) meses siguientes a
la fecha en que se comunicó su cambio,   sin perjuicio de la
validez de la dirección informada. Cuando el contribuyente  
no haya registrado o informado su dirección en la forma aquí
señalada, la   Administración podrá establecerla con base en
las informaciones de que disponga,   previo emplazamiento
público hecho en un periódico de circulación nacional. 

  Artículo 66. Los requerimientos, citaciones, liquidaciones
de corrección, de   revisión y aforo, deberán notificarse por
correo o personalmente siempre y   cuando no tengan señalada
otra forma especial de notificación. Las providencias   que
decidan recursos se notificarán personalmente, o por edicto si



el   contribuyente no compareciera dentro del término de diez
(10) días contados a   partir de la fecha de introducción al
correo del aviso de citación. 

  Artículo 67. En el acto notificado se dejará constancia del
término  dentro  del    cual  pueden  formularse  objeciones  o
ejercitarse los recursos procedentes y de   los requisitos
procedimentales  para  su  aceptación.  A  falta  de  dicha
constancia,   no comenzarán a correr los términos para el
ejercicio  de  los  derechos    respectivos,  a  menos  que  el
interesado, dándose por suficientemente enterado,   haga uso
de ellos. 

  Artículo  68.  La  notificación  por  correo  se  practicará
mediante  envío  de  una    copia  del  acto  a  la  dirección
informada  por  el  contribuyente.  En  la  misma  forma    se
comunicarán las citaciones y requerimientos. 

  Inciso derogado por la Ley 75 de 1986, artículo 108. Cuando
se trate del   requerimiento especial o de la liquidación de
revisión deberá publicarse por una   sola vez, en un periódico
de circulación nacional y en otro de circulación   regional,
la lista de las personas a las cuales se ha hecho el envío por
correo,   indicando su número de identificación tributaria. 

  Inciso derogado por la Ley 75 de 1986, artículo 108. La
notificación se entiende   surtida en la fecha de introducción
al correo. La publicación aquí prevista se   efectuará en los
días  lunes,  preferentemente  en  los  periódicos  de  mayor   
circulación certificada, nacional o regional. Esta publicación
servirá  como    prueba  de  la  oportunidad  en  que  la
Administración  produjo  el  acto,  sin  perjuicio    de  las
correcciones que deban efectuarse cuando se haya remitido a
una dirección   distinta de la informada. 

  Cuando los requerimientos o citaciones se notifiquen por
correo, los términos   para la respuesta o comparecencia se
entienden prorrogados por cinco (5) días.  



  Inciso derogado por la Ley 75 de 1986, artículo 108. El
Ministerio de Hacienda y   Crédito Público acordará con las
entidades encargadas del correo un sistema   especial para los
fines previsto; en esta ley. 

  Artículo 69. La notificación personal se practicará en el
domicilio  el    interesado  por  funcionario  de  la
Administración, o en la oficina de impuestos   respectiva,
cuando  quien  deba  notificarse  se  presente  a  recibirla   
voluntariamente  o  por  haberse  solicitado  su  comparecencia
mediante citación. 

  Artículo  71.  Los  escritos  del  contribuyente  deberán
presentarse por triplicado   en la Administración a la cual se
dirijan,  personalmente  o  por  interpuesta    persona,  con
exhibición del documento de identidad del signatario y en el
caso   de apoderado especial, de la correspondiente tarjeta
profesional. 

  El signatario que esté en lugar distinto podrá presentarlos
ante el recaudador o   en defecto de éste ante cualquier otra
autoridad local, quien dejará constancia   de su presentación
personal. 

  Los  términos  para  la  administración  que  sea  competente
comenzarán a correr el   día siguiente de la fecha de recibo. 

  Artículo 72. Cuando se practique liquidación de aforo y no
se conozca la   dirección del contribuyente, se le emplazará
mediante aviso en la prensa escrita   para que se presente a
notificarse.  Transcurridos  diez  (10)  días  desde  la   
publicación se entenderá surtida la notificación cuando el
interesado no se   presentare. 

  Artículo 73. Cuado se notifique el requerimiento especial,
el término para   practicar la liquidación de revisión se
suspenderá durante los plazos señalados   en esta ley para su
respuesta. Cuando el contribuyente solicite la práctica de  
una  inspección  contable,  el  término  para  proferir  la



liquidación de revisión se   suspenderá por el tiempo que dure
la inspección.

  CAPITULO VI

  Capacidad y representación.

  Artículo  74.  Los  contribuyentes  pueden  actuar  ante  la
administración tributaria   personalmente o por medio de sus
representantes  o  apoderados.  Los  contribuyentes    menores
adultos pueden comparecer directamente y cumplir por sí los
deberes   formales y materiales tributarios. 

  Artículo  75.  La  representación  legal  de  las  personas
jurídicas será ejercida por   el Presidente, el Gerente o
cualquiera de sus suplentes, en su orden, de acuerdo   con lo
establecido en los artículos 440, 441, 442 y 372 del Código de
Comercio,   o por la persona señalada en los estatutos de la
sociedad, si no tiene la   denominación del Presidente o
Gerente. Para la actuación de un suplente no se   requiere
comprobar la ausencia temporal o definitiva del principal,
sólo  será    necesaria  la  certificación  de  la  Cámara  de
Comercio sobre su inscripción en el   Registro Mercantil. La
sociedad también podrá hacerse representar por medio de  
apoderado especial. 

  Artículo 76. Deben cumplir los deberes formales de sus
representados,  sin    perjuicio  de  lo  dispuesto  en  otras
normas: 

  a) Los padres por sus hijos menores, en los casos en que el
impuesto deba   liquidarse directamente a los menores; 

  b) Los tutores y curadores por los incapaces a quienes
representa; 

  c)  Los  gerentes,  administradores  y  en  general  los
representantes  legales,  por    las  personas  jurídicas  y
sociedades de hecho; 



  d)  Los  albaceas  con  administración  de  bienes,  por  las
sucesiones;  a  falta  de    albaceas,  los  herederos  con
administración de bienes, y a falta de unos y otros,   el
curador de la herencia yacente; 

  e)  Los  administradores  privados  o  judiciales,  por  las
comunidades  que    administran;  a  falta  de  aquellos,  los
comuneros que hayan tomado parte en la   administración de los
bienes comunes; 

  f)  Los  donatarios  o  asignatarios  por  las  respectivas
donaciones o asignaciones   modales; 

  g) Los liquidadores por las sociedades en liquidación y los
síndicos  por  las    personas  declaradas  en  quiebra  o  en
concurso de acreedores, y 

  h) Los mandatarios o apoderados generales, los apoderados
especiales para fines   del impuesto y los agentes exclusivos
de  negocios  en  Colombia  de  residentes  en    el  exterior,
respecto  de  sus  representados,  en  los  casos  en  que  sean
apoderados   de éstos para presentar sus declaraciones de
renta o de ventas y cumplir los   demás deberes tributarios. 

  Artículo  77.  Los  obligados  al  cumplimiento  de  deberes
formales  de  terceros    responden  subsidiariamente  cuando
omitan cumplir tales deberes, por las   consecuencias que se
deriven de su omisión. 

  Artículo 78. El Ministro de Hacienda y Crédito Público o sus
delegados podrán   actuar como parte en todos los procesos
contencioso-administrativos  que  se    promueven  contra  los
actos proferidos por las Autoridades Tributarias. Para tal  
efecto se dará traslado personal de la demanda al funcionario
que indique el   Gobierno, mediante reglamento.

  CAPITULO VII

  Disposiciones varias.



  Artículo 79. El certificado de paz y salvo por concepto de
impuestos  de  renta  y    complementarios  y  de  ventas,  se
expedirá con vigencia hasta la fecha de   exigibilidad de la
próxima cuota del ejercicio en el cual se expida o la primera
  del siguiente, cuando dentro de dicho término no venza el
plazo para el pago de   la liquidación de revisión o de aforo,
notificadas  con  anterioridad  a  la  fecha    de  dicha
expedición.  

  Artículo  80.  En  los  membretes  de  la  correspondencia,
facturas, recibos y demás   documentos de toda empresa y de
toda persona natural o entidad de cualquier   naturaleza que
reciba pagos en razón de su objeto, actividad o profesión,
deberá   imprimirse o indicarse, junto con el nombre del
empresario  o  profesional,  el    correspondiente  número  de
identificación tributaria. El incumplimiento de este   deber
hará presumir la omisión de pagos declarados por terceros, por
parte del   presunto beneficiario de los mismos. 

  Artículo 81. El procedimiento establecido en la presente ley
sobre liquidación   de revisión y recurso de reconsideración
se  aplicará  respecto  de  los  impuestos    de  renta  y
complementarios  que  se  liquiden  con  base  en  declaraciones
presentadas   a partir del 1º de enero de 1977, sin perjuicio
de lo dispuesto en el artículo   61 de esta ley. 

  Artículo 82. El pago de aportes a Organismos Oficiales que
el  contribuyente    pueda  hacer  opcionalmente  en  dichos
organismos o por consignación en bancos,   podrá acreditarse
presentando con la declaración de renta el recibo de la  
entidad acreedora o del banco depositario. 

  Artículo 83. El Gobierno establecerá trámites especiales que
agilicen la   devolución de impuestos pagados y no causados o
pagados en exceso. 

  Artículo 84. Revístese al Presidente de la República de
precisas facultades   extraordinarias, por el término de un



(1) año contado desde la vigencia de la   presente ley, para: 

  1º. Modificar la estructura orgánica y funcional de la
Dirección General de   Impuestos Nacionales con el exclusivo
objeto de dar cabal cumplimiento a la   presente ley; 

  3º. Crear en el Consejo de Estado y en los Tribunales  
Contencioso-Administrativos las nuevas plazas de Consejeros,
Magistrados,    Asesores  expertos  en  materias  tributarias,
económicas,  contables  y  personal    auxiliar,  que  juzgue
necesarias para el cabal cumplimiento de lo dispuesto en la  
presente ley. La designación para ocupar estos cargos sólo
podrá efectuarse   previo concurso, con el cumplimiento de los
requisitos y condiciones que   establezca el Gobierno. 

  4º. Modificar el Título IV, Capítulo XXIII, de la Ley 167 de
1941 (De los   Juicios sobre Impuestos), para agilizar los
procedimientos en concordancia con   las normas de la presente
ley; 

  5º. Establecer retención en la fuente hasta del cuarenta por
ciento (40 %) sobre   toda utilidad, provecho o beneficio
económico  que  tenga  relación  de  causalidad    con  la
adquisición  de  Títulos  al  portador  distintos  de  cédulas
hipotecarias y   bonos de desarrollo económico, emitidos éstos
últimos por el Gobierno Nacional.   Para efectos de determinar
el beneficio económico se entenderá como tal las   comisiones,
honorarios, descuentos y, en general, la diferencia entre el
valor   nominal y el efectivamente recibido cualquiera sea la
denominación jurídica o   contable que se dé a esa diferencia.
El  Gobierno  dictará  las  disposiciones    necesarias  para
garantizar el cumplimiento de la retención en la fuente de que
  trata este numeral. 

  Artículo 85. Dentro de los doce (12) meses siguientes a la
fecha de vigencia de   la presente ley y con el objeto de
obtener un ordenamiento lógico, coherente y   de numeración
continua, el Gobierno editará una compilación o estatuto único



en   el cual reproducirá textualmente las normas de esta ley y
las demás   disposiciones procedimentales vigentes. 

  La Sala de Consulta del Consejo de Estado revisará el
proyecto de compilación a   que se refiere este artículo, con
el  fin  de  asegurar  que  la  reproducción  no    implique
variaciones en el espíritu y alcance de las normas vigentes. 

  Artículo 86. Constituye causal de mala conducta la mora
injustificada en el   cumplimiento de los deberes del cargo
atinentes al oportuno fallo de los   recursos gubernativos o
acciones jurisdiccionales tributarias. 

  Artículo 87. La presente ley rige desde su promulgación y
deroga las   disposiciones que le sean contrarias.

  Dada  en  Bogotá,  D.E.,  a  los  catorce  días  del  mes  de
diciembre de mil novecientos   setenta y siete.

  El Presidente del honorable Senado, EDMUNDO LOPEZ GOMEZ. El
Presidente  de  la    honorable  Cámara,  ALBERTO  SANTOFIMIO
BOTERO. El Secretario General del honorable   Senado, Amaury
Guerrero.  El  Secretario  General  de  la  honorable  Cámara,
Ignacio   Laguada Moncada. 

  República de Colombia-Gobierno Nacional.

  Bogotá, D.E., diciembre 23 de 1977.

  Publíquese y ejecútese. 

  ALFONSO LOPEZ MICHELSEN

  El Ministro de Hacienda y Crédito Público,  

Alfonso Palacios Rudas.          


